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Iniciativas

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, EN MATERIA DE TRABA-
JO EN HOTELES, RESTAURANTES, BARES, EMPRESAS DE-
PORTIVAS, DE ENTRETENIMIENTO, ESTACIONES DE SERVI-
CIO DE COMBUSTIBLES Y OTROS ESTABLECIMIENTOS

ANÁLOGOS, A CARGO DEL DIPUTADO PEDRO MIGUEL HA-
CES BARBA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, Pedro Haces Barba, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena, en ejercicio de la fa-
cultad conferida en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y los artículos 6o., numeral 1, fracción I, 77, 78 y
demás relativos del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración del pleno de la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal del
Trabajo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Pese a los esfuerzos institucionales que se han realiza-
do en los últimos años para fomentar el crecimiento
económico y reducir el desempleo en nuestro país, es
de suma importancia analizar las condiciones de tra-
bajo de diversos sectores productivos o de servicios en
el país, así como la creciente informalidad laboral pre-
valeciente en los mercados de trabajo, tanto en los ór-
denes local y nacional.

La tasa de informalidad laboral, según la Encuesta Na-
cional de Ocupación y Empleo del Inegi del segundo
semestre de 2024, fue de 54.26 por ciento.

El problema de la informalidad del empleo en la eco-
nomía mexicana es un fenómeno amplio y complejo
que implica distintas causas, circunstancias y varia-
bles, además de que tiene expresiones diferentes en el
ámbito rural, urbano y metropolitano; sus causas se
asocian a múltiples factores económicos e institucio-
nales y sus soluciones, algunas de ellas, se circunscri-
ben en el ámbito legislativo y se encuentran en el di-
seño jurídico e institucional.

Según la Organización Internacional del Trabajo, el
sector informal abarca las actividades realizadas por

empresas sin personalidad jurídica que no están regis-
tradas bajo formas específicas de la legislación nacio-
nal, caracterizadas entre otros elementos, por un alto
déficit de trabajo seguro y bien remunerado.

En ese escenario, muchas personas trabajadoras en la
economía informal están expuestas a condiciones de
trabajo inseguras, jornadas laborales extensas, sus in-
gresos suelen ser irregulares, variables y más bajos de
los que se perciben en la economía formal. Estas per-
sonas trabajadoras no están normalmente representa-
das ni pueden ejercer el derecho a la negociación co-
lectiva. Se trata de una situación altamente vulnerable
porque el trabajo en la economía informal está fuera
del alcance de los regímenes de seguridad social y de
la legislación.

Desde el Poder Ejecutivo, su titular la presidenta Clau-
dia Sheinbaum, al inicio de su mandato, expuso que
entre los temas prioritarios de su gobierno se encuen-
tra el propósito de continuar promoviendo el creci-
miento económico del país bajo un modelo de des-
arrollo social y regionalmente incluyente y
compartido, que permita mantener un ritmo de creci-
miento moderado y realista de la economía, de acuer-
do a las condiciones del contexto internacional, pero
que continúe con el proceso de inclusión de todos los
sectores y regiones del país, para garantizar un progre-
so equitativo.

En el mismo sentido, consideramos desde la Cámara
de Diputados Federal que sólo será posible lograr un
desarrollo incluyente si se hacen extensivos y progre-
sivos los derechos y oportunidades a las y los trabaja-
dores de la economía informal. Estamos convencidos
que la persistencia de una economía informal muy ex-
tendida es incompatible con la realización de avances
importantes en la consecución de los objetivos de un
desarrollo armónico, incluyente, que genere un alto ni-
vel de empleos bien remunerados y con empresas de
mayor capacidad productiva.

El problema y consecuencias de la informalidad se han
diversificado y presentan modalidades distintas gene-
rando una conceptualización agravada y más amplia
del fenómeno, ya que además del gran número de per-
sonas ocupadas en el sector informal se agregan for-
mas de empleo que se encuentran al margen del con-
junto de derechos sociolaborales definidos en la
legislación nacional; entre ellas el no pago de las con-
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tribuciones a la seguridad social, así como otras obli-
gaciones obrero patronales, que son compromisos de
la relación laboral y que no se cumplen.

Estos casos se presentan en empresas formalmente es-
tablecidas que combinan la utilización de trabajadores
formalmente contratados con trabajadores informales
con quienes no hay una relación laboral establecida
mediante contrato, circunstancias, incluso, en las que
se violenta la máxima histórica instituida como una de
las bases en la fracción VII, del artículo 123, constitu-
cional, la cual dispone que: “Para trabajo igual debe
corresponder salario igual, sin tener en cuenta sexo ni
nacionalidad”, que continúa vigente.

A diferencia de sus colaboradores formales, los em-
pleados informales están excluidos de las prestaciones
sociales y carecen de la protección de diversas garan-
tías reglamentarias, incluidas la asignación de un sala-
rio, la fijación de un horario de trabajo, las normas de
seguridad y los pagos por despido.

Efectivamente, viven fuera de las esferas de diversos
derechos fundamentales, carecen de la posibilidad de
un crédito para vivienda y no están integrados a los re-
gímenes de salud y la seguridad social, además de nu-
la permanencia y certidumbre en el empleo.

Un ejemplo emblemático es el de los despachadores
de las gasolineras, que en muchos casos no perciben
un salario, ni alguna prestación laboral, ya que no tie-
nen el reconocimiento de la relación laboral con la em-
presa a la que prestan sus servicios, a pesar de que
cumplen con una función específica, con un horario de
trabajo y corren con riesgos que ponen en peligro su
vida. En estos casos se considera como retribución el
otorgamiento de propinas que conceden los clientes de
manera voluntaria en agradecimiento por un buen ser-
vicio recibido.

Esta es una de las modalidades de empleo informal re-
conocida por la Comisión Nacional de Salarios Míni-
mos, que ante la necesidad de analizar otras situacio-
nes de desprotección laboral y social que no entran en
el marco del sector informal, reconoce que se tuvo que
crear el término de “empleo informal” que, además in-
cluye, entre otros trabajadores, a aquellos no protegi-
dos y sin remuneraciones fijas en unidades económi-
cas formales.

Este sector de personas trabajadoras en establecimien-
tos de combustible y de quienes laboran en hoteles,
restaurantes, bares, empresas deportivas, de entreteni-
miento y otros establecimientos análogos, así como to-
dos aquellos trabajadores informales no remunerados
en su actividad laboral por las empresas, son el objeto
de la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto, con
la que nos proponemos reformar y adicionar diversas
disposiciones de la Ley Federal del Trabajo (LFT).

En el mismo sentido la presente Iniciativa tiene como
objetivo, que las personas que se encuentran en la in-
formalidad de una relación laboral, no sujeta a la le-
gislación nacional, que no tienen cobertura de protec-
ción social y carecen de prestaciones relacionadas con
el empleo, en empresas formalmente constituidas, ob-
tengan un salario base que no esté por debajo del sala-
rio mínimo vigente y, en su caso, del salario mínimo
profesional, así como fortalecer cualquier régimen de
propina al que estén expuestos.

Por lo anteriormente expuesto, se propone realizar
modificaciones a la legislación vigente en la materia,
en los siguientes términos:

• Integrar en el capítulo XIV del título sexto de la
LFT a las estaciones de servicio de combustible, así
como empresas deportivas, de entretenimiento, y
otros análogos.

• Establecer un salario base para todos los trabaja-
dores de estas empresas que no sea menor al salario
mínimo y al salario mínimo profesional.

• Incluir el criterio de distribución igualitaria de las
propinas entre los trabajadores y que éstas sean in-
tegradas al total de las cuentas de consumo, en tic-
kets o facturas, salvo que se entreguen de manera
directa.

• Fortalecer el concepto de propina, el reparto y su
vigilancia, debido a que es parte del sueldo de di-
versas personas trabajadoras y un porcentaje “vo-
luntario” de la consumición.

En esa perspectiva de nuestra propuesta, partimos de
la premisa de que la complejidad de la situación labo-
ral no sólo se da por la situación salarial, sino también
por sus condiciones generales de trabajo, un ejemplo
de ello es el caso del alto riesgo que implica el mane-
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jo de combustibles a pesar de los altos montos de uti-
lidades que se generan por la venta de la gasolina. An-
te esa situación, consideramos que es imperante que se
integre en la Ley Federal del Trabajo que la Comisión
Nacional de los Salarios Mínimos fije y garantice los
salarios mínimos y, en su caso, profesionales de este
sector, así como de todos los trabajadores que se en-
cuentran en vulnerabilidad que son el objeto de la pre-
sente iniciativa, basándose en estudios económicos y
consultas con sectores empresariales y laborales.

Uno de los factores más importantes que incrementan
los ingresos de las personas que se dedican a prestar
algún servicio, es la propina, se trata en esencia de una
gratificación que otorga voluntariamente quien recibe
el servicio satisfactoriamente, como una manera de
agradecerlo cooperativamente. No se trata de una obli-
gación sino de una acción potestativa y libre del con-
sumidor o usuario, un estímulo por el esmero y cum-
plimiento de las obligaciones y servicios de las
personas trabajadoras, la cual tiene asidero jurídico, en
el artículo 346 vigente de la Ley Federal del Trabajo,
el cual indique que “Las propinas son parte del salario
de los trabajadores”.

En complemento de lo anterior, es importante señalar
que la propina voluntaria también tiene fundamento en
las fracciones 1 y 2 del artículo 6 del Convenio 172,
adoptado y ratificado por México, sobre las Condicio-
nes de Trabajo en los Hoteles, Restaurantes y Estable-
cimientos Similares, aprobado en 1991 durante la
Conferencia General de la OIT en Ginebra, Suiza; dis-
posiciones que fueron armonizadas en la reforma la-
boral de 2019, y de la cual la Segunda Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación (SCJN)
estableció la responsabilidad del empleador de llevar
un registro preciso y fidedigno de las propinas, ya que
son parte integral del salario. Asimismo, la Procuradu-
ría Federal del Consumidor (Profeco), define las pro-
pinas como una gratificación voluntaria.

De acuerdo a dicha determinación de la SCJN respecto
de un registro preciso y fidedigno de las propinas y con
la finalidad de tener certeza de la cantidad de la que
forma parte la propina del salario, en los estableci-
mientos análogos de hotelería, restaurantes y bares, co-
mo se establece el artículo 346 de la LFT vigente, es
importante considerar que ésta sea integrada en el mon-
to total del consumo, ya que contribuye a dar certeza en
el momento de la repartición de las propinas y en mon-

to total del sueldo para la liquidación y finiquito, entre
otras prestaciones. No así, en otras actividades labora-
les, como en las estaciones de servicios de combustible
donde la propina se da de manera directa y con pocas
posibilidades de que se sume en la cuenta total.

Es necesario establecer en la Ley Federal del Trabajo el
derecho de los trabajadores, que hasta ahora realizan un
trabajo no remunerado y solo obtienen como contra-
prestación una propina que otorga el cliente de manera
voluntaria, a recibir un salario base garantizado por la
ley. Así mismo, dada la importancia de las propinas, es
necesario fortalecer en empresas formalmente estable-
cidas su significado, porque no solamente son un “por-
centaje de consumición” como lo establece el texto vi-
gente, sino, como se ha dicho son voluntarias, solidarias
y con un carácter cooperativo por parte de quienes reci-
ben un servicio satisfactorio. Tienen un alcance de in-
centivo positivo para el cumplimiento de las obligacio-
nes de quienes prestan el servicio, tanto en hoteles,
restaurantes, bares, y otros establecimientos análogos
como en estaciones de servicio de combustible.

Los patrones no deben tener participaciones de las
propinas por altas que sean éstas, pues la naturaleza de
la propina se finca en el empeño, dedicación y el nivel
de cumplimiento de las obligaciones que las personas
trabajadoras ponen a su actividad cotidiana de servi-
cio, por lo que se debe desincentivar cualquier con-
ducta de discrecionalidad en su distribución, por el
contrario debe de afianzarse un criterio y un acuerdo
justo apegado siempre a la igualdad distributiva con la
participación de las y los trabajadores que de manera
directa e indirecta se han ganado esa gratificación so-
lidaria y voluntaria de quien recibe el servicio. Por ello
se señala expresamente que los patrones no tendrán
ninguna participación en las propinas y que serán los
propios trabajadores los que distribuyan entre ellos, de
manera equitativa, las propinas que se generen.

De acuerdo con lo anterior, los Inspectores del trabajo,
además de las atribuciones y deberes especiales ya
existentes, deberán de vigilar que la alimentación que
se proporcione a las personas trabajadoras, en hoteles,
restaurantes, bares y otros establecimientos análogos y
en los que correspondan, sea sana, abundante y nutri-
tiva; deberán de vigilar que las propinas que corres-
pondan en su totalidad a las y los trabajadores se ape-
guen a un criterio de distribución equitativa, que se
respeten, además de la jornada de trabajo, las Normas
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de protección y seguridad de las personas que laboran
en hoteles, restaurantes, bares, estaciones de servicio
de combustible, empresas deportivas, de entreteni-
miento y otros establecimientos análogos.

A continuación se muestra un cuadro comparativo que
ilustra el planteamiento de las propuestas de modifica-
ción mencionadas en la presente exposición de motivos,
en perspectiva con la Ley Federal de Trabajo vigente:

Por lo expuesto y fundado someto a consideración del
pleno de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo

Único. Se reforman el párrafo segundo del artículo
90, la denominación del capítulo XIV del título sexto,
los párrafos primero del artículo 344, segundo del ar-
tículo 346 y primero del artículo 348, así como las
fracciones I a III del artículo 350; y se adicionan los
párrafos tercero del artículo 90, tercero al artículo 346,
segundo del artículo 347 y segundo del artículo 348 de
la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 90. …

El salario mínimo no será reemplazado por propinas
o algún tipo de gratificación voluntaria y deberá ser
suficiente para satisfacer las necesidades normales de
una o un jefe de familia en el orden material, social y
cultural, y para proveer a la educación obligatoria de
las y los hijos.

Todo trabajador deberá recibir un salario base no
menor al salario mínimo vigente, el cual no podrá
ser sustituido ni compensado mediante comisiones,
propinas o cualquier otra forma de contrapresta-
ción adicional. Las propinas y demás ingresos ex-
traordinarios serán considerados como comple-
mentos del salario.
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…

…

Capítulo XIV
Trabajo en hoteles, restaurantes, bares, empresas 

deportivas, de entretenimiento, estaciones de servi-
cio de combustible y otros establecimientos análogos

Artículo 344. Las disposiciones de este capítulo se
aplican a los trabajadores en hoteles, casas de asisten-
cia, restaurantes, fondas, cafés, bares, empresas de-
portivas, de entretenimiento, estaciones de servicio
de combustible y otros establecimientos análogos.

Artículo 346. …

Los patrones no podrán reservarse, hacer suyas, dis-
poner, ni tener participación alguna en ellas y debe-
rán distribuirse equitativamente entre los trabaja-
dores que las generen. La distribución se hará por
parte de los propios trabajadores.

Para efectos de control, las propinas deberán inte-
grarse al total del pago del servicio y podrá ser op-
cional en el caso de que éstas sólo se entreguen de
manera directa.

Artículo 347. …

La propina además de un porcentaje voluntario de
la consumición, es una gratificación solidaria, un
estímulo y retribución cooperativa para el trabaja-
dor por la calidad de atención en el servicio.

Artículo 348. La alimentación que se proporcione a
los trabajadores en hoteles, restaurantes, bares,
otros establecimientos análogos y en los que corres-
ponda, deberá ser sana, abundante y nutritiva.

La protección y seguridad parta los trabajadores
deberá cumplir las normas oficiales respetivas y las
disposiciones legales aplicables.

Artículo 350. …

I. Vigilar que la alimentación que se proporcione a
los trabajadores en hoteles, restaurantes, bares y
otros establecimientos análogos y en los que co-
rresponda, sea sana, abundante y nutritiva;

II. Verificar que las propinas correspondan en su to-
talidad a los trabajadores y que su distribución sea
equitativa; y

III. Vigilar que se respeten las normas sobre jorna-
da de trabajo, protección y seguridad.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de diciembre de 2024.

Diputado Pedro Haces Barba (rúbrica)

QUE ADICIONA UNA FRACCIÓN VIII AL ARTÍCULO 4O. DE

LA LEY DE COMERCIO EXTERIOR, A CARGO DE LA DIPU-
TADA HERMINIA LÓPEZ SANTIAGO, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA

La suscrita, Herminia López Santiago, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legisla-
tura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6,
fracción I, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el que
se adiciona la fracción VIII al artículo 4o. de la Ley de
Comercio Exterior, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En el contexto actual del comercio internacional, la
política arancelaria juega un papel crucial en la pro-
tección de los intereses económicos de los países. Re-
cientemente, el presidente electo de Estados Unidos,
Donald Trump, ha anunciado un incremento significa-
tivo en los aranceles aplicados a las importaciones
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provenientes de México. Esta medida unilateral no so-
lo afecta negativamente a los exportadores mexicanos,
sino que también pone en riesgo la estabilidad de las
relaciones comerciales entre ambos países.

Ante esta situación, es fundamental que México adop-
te una postura firme pero diplomática para salvaguar-
dar sus intereses económicos y comerciales. La presi-
denta de México ha subrayado la importancia de la
reciprocidad y la proporcionalidad en las relaciones
comerciales internacionales. Si Estados Unidos incre-
menta sus aranceles, México debe estar preparado pa-
ra responder de manera proporcional, no como un ac-
to de venganza o represión, sino como una medida
justa y equitativa que promueva un trato equilibrado
en el comercio bilateral.

La reciprocidad en las relaciones comerciales interna-
cionales ha demostrado ser un principio fundamental
para el desarrollo de un comercio justo y equilibrado.
Este principio establece que los beneficios, favores o
sanciones otorgados por un estado a otro deben ser de-
vueltos en especie, promoviendo así un trato equitati-
vo y la cooperación mutua.1

Históricamente, la reciprocidad ha sido utilizada en la
reducción de aranceles, la concesión de derechos de
autor a autores extranjeros, y el reconocimiento mutuo
y la aplicación de fallos judiciales. Un ejemplo notable
es el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y
Comercio, de 1994, 2 que establece normas fundamen-
tales para el comercio de mercancías y promueve la no
discriminación y el trato equitativo entre los miembros
de la Organización Mundial del Comercio.

Además, la reciprocidad ha sido clave en la formación
de alianzas comerciales y de seguridad, como la Orga-
nización del Tratado del Atlántico Norte, donde los pa-
íses miembros se comprometen a ayudarse mutuamen-
te en tiempos de necesidad militar. Este tipo de
acuerdos no solo fortalecen las relaciones diplomáti-
cas, sino que también fomentan un entorno de con-
fianza y cooperación a largo plazo.

En la actualidad, las relaciones comerciales entre Méxi-
co y Estados Unidos enfrentan un desafío significativo
debido al reciente anuncio del presidente electo Donald
Trump de incrementar los aranceles a las importaciones
provenientes de México. Esta medida ha generado pre-
ocupación entre los exportadores mexicanos.

La presidenta de México ha subrayado la importancia
de mantener una política de reciprocidad y proporcio-
nalidad en las relaciones comerciales internacionales.
En este contexto, la imposición de aranceles por parte
de Estados Unidos abre la puerta para que México
adopte medidas similares, no como un acto de ven-
ganza o represión, sino como una respuesta justa y
equitativa que promueva un trato equilibrado en el co-
mercio bilateral.

Además, la experiencia internacional ha demostrado
que la reciprocidad en las relaciones comerciales pue-
de mejorar significativamente el comercio entre paí-
ses. Por ejemplo, las negociaciones comerciales entre
México y China han resultado en un crecimiento del
comercio bilateral, alcanzando los 116 mil millones de
dólares en 2023.3 Este crecimiento se debe en parte a
la estrategia de China de utilizar a México como una
vía para evitar los aranceles impuestos por Estados
Unidos.

De manera similar, las relaciones comerciales entre
México e India han mostrado un crecimiento sólido,
con un comercio bilateral que ascendió a 110 mil 270
millones de dólares en 2021.4 Las iniciativas estratégi-
cas y los acuerdos de cooperación en sectores como la
salud y la tecnología han fortalecido estas relaciones,
demostrando que la reciprocidad puede ser una herra-
mienta efectiva para promover un comercio justo y
equilibrado.

Por todo lo anterior, vengo a presentar una iniciativa
para reconocer el principio de reciprocidad en nuestras
relaciones comerciales internacionales.

A continuación, presento un cuadro comparativo entre
la redacción actual y la propuesta de reforma:
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La implantación de esta política de reciprocidad y pro-
porcionalidad permitirá a México negociar en mejores
condiciones y asegurar que sus exportadores no sean
desfavorecidos por medidas arancelarias unilaterales
de otros países. Además, esta propuesta contribuirá a
mantener la estabilidad de las relaciones comerciales y
a fomentar un entorno de cooperación y equidad en el
comercio internacional.

Por lo anterior someto a consideración de esta sobera-
nía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona la fracción VIII al
artículo 4o. de la Ley de Comercio Exterior

Único. Se adiciona la fracción VIII al artículo 4o. de
la Ley de Comercio Exterior, para quedar como sigue:

Artículo 4o. …

I. a VII. …

VIII. La imposición de aranceles a las importa-
ciones de mercancías en México deberá conside-
rar los aranceles impuestos por el país de origen
de dichas mercancías a las exportaciones mexi-
canas. Con el fin de promover una política de
proporcionalidad y reciprocidad, el Ejecutivo
Federal podrá ajustar los aranceles de importa-
ción de manera que reflejen las tarifas aplicadas
por otros países a los productos mexicanos, ase-
gurando así un trato justo y equitativo en el co-
mercio internacional.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Notas

1 Cónfer Nettel Díaz, Patricia. “El principio de reciprocidad desde

la perspectiva sustantivista”, en Política y Cultura, número 3, in-

vierno, 1993, páginas 232-337. Universidad Autónoma Metropoli-

tana, Unidad Xochimilco, Distrito Federal, México.

2 Información consultable en

https://www.wto.org/spanish/docs_s/legal_s/gatt47_01_s.htm

3 Datos consultables en https://www.gob.mx/cms/uploads/attach-

ment/file/892983/20240215_Presentaci_n_IED_4T-2023__ver-

si_n_p_blica__VF__1_.pdf

4 Datos consultables en https://embamex.sre.gob.mx/india/in-

dex.php/es/emba/relacion-bilateral-mexico-india-mexico-india-bi-

lateral-relation

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de diciembre de 2024.

Diputada Herminia López Santiago (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA EL CAPÍTULO III Y LOS ARTÍ-
CULOS 211 TER Y 211 TER 1 AL CÓDIGO PENAL FEDE-
RAL, PARA SANCIONAR LA CREACIÓN DE AUDIOS FALSOS

PARA PERSONALIDADES PÚBLICAS GENERADOS POR INTE-
LIGENCIA ARTIFICIAL, A CARGO DEL DIPUTADO ARMANDO

CORONA ARVIZU, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MO-
RENA

El suscrito, Armando Corona Arvizu, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía
la presente iniciativa, por la que se reforman y adicio-
nan el capítulo III y los artículos 211 Ter y 211 Ter 1

al Código Penal Federal, para sancionar la creación de
audios falsos para personalidades públicas generados
por inteligencia artificial, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En el contexto de la acelerada transformación tecnoló-
gica de las últimas décadas, la inteligencia artificial
(IA) se ha consolidado como una herramienta revolu-
cionaria que redefine múltiples aspectos de la socie-
dad. Sin embargo, esta evolución también ha traído
consigo riesgos inéditos que afectan derechos funda-
mentales, la confianza social y la estabilidad democrá-
tica. Uno de los desarrollos más preocupantes es la ca-
pacidad de la IA para generar audios falsos, conocidos
como deepfake audio, que imitan con asombrosa pre-
cisión las voces de personas reales.

Este fenómeno, que combina el avance técnico con
posibles usos maliciosos, representa una amenaza es-
pecialmente grave cuando afecta a personalidades pú-
blicas, cuyo impacto trasciende su vida privada para
influir en la sociedad en general. Ante esta problemá-
tica, es imperativo que el marco jurídico mexicano
adopte medidas que anticipen, regulen y sancionen es-
tos actos.

La tecnología de deepfake audio utiliza modelos de
aprendizaje profundo para sintetizar voces humanas a
partir de datos previamente recopilados. Esto permite
la creación de grabaciones falsas que pueden engañar
incluso a expertos, erosionando la confianza pública
en las comunicaciones digitales. En diversos países,
este tipo de manipulación ya ha sido utilizado para

• Difusión de desinformación: Por ejemplo, en
procesos electorales donde audios falsos se han em-
pleado para atribuir declaraciones inexistentes a lí-
deres políticos.

• Extorsión y fraude: Empresas han reportado pér-
didas millonarias tras recibir instrucciones falsas
generadas mediante audios deepfake que imitan a
directivos o funcionarios clave.1

Impacto en la sociedad y los derechos humanos

El uso malintencionado de audios falsos afecta no so-
lo a las personalidades públicas sino a la sociedad en
su conjunto. Estas acciones pueden:
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• Vulnerar la privacidad: La manipulación de la
voz, considerada una extensión de la identidad per-
sonal, constituye una grave invasión al derecho a la
intimidad.

• Afectar la credibilidad institucional: Un audio
falso atribuido a una figura pública puede provocar
inestabilidad política, económica o social.

Propiciar conflictos legales y éticos: La ausencia de un
marco normativo genera incertidumbre sobre la perse-
cución penal y los límites de la libertad de expresión.

Organismos internacionales como la UNESCO han
advertido sobre la necesidad de crear estrategias legis-
lativas para abordar el uso ético de la inteligencia arti-
ficial, señalando que el impacto de tecnologías como
los deepfakes trasciende fronteras y requiere de una
acción concertada por parte de los estados justifica-
ción de la reforma.2

La reforma del código penal federal busca llenar un
vacío crítico en la legislación mexicana al proponer
sanciones claras y proporcionales para quienes gene-
ren y difundan audios falsos mediante IA, particular-
mente cuando afecta a personalidades públicas. La ini-
ciativa es esencial por las siguientes razones:

• Prevención del daño: La tipificación específica
del delito desincentivará el uso de esta tecnología
con fines maliciosos.

• Protección de la democracia: Al garantizar que
los líderes políticos y sociales no sean víctimas de
manipulación digital, se fortalece la confianza ciu-
dadana en las instituciones.

• Respaldo a la innovación responsable: Regula-
ciones claras permiten el desarrollo de tecnologías
sin comprometer los derechos fundamentales.

La inteligencia artificial no solo desafía nuestra capa-
cidad tecnológica, sino también nuestra habilidad para
garantizar un equilibrio entre el progreso y la protec-
ción de derechos fundamentales. Esta iniciativa repre-
senta un paso crucial para anticiparnos a los riesgos
asociados con las tecnologías emergentes, promovien-
do un uso ético de la innovación mientras se salva-
guardan los principios democráticos y sociales que nos
definen como nación.

Para mayor claridad se presenta a continuación el cua-
dro comparativo de la propuesta de reforma y adicio-
na el capítulo III y los artículos 211 Ter y 211 Ter 1 al
código penal federal, para sancionar la creación de au-
dios falsos para personalidades públicas generados por
inteligencia artificial:

Detrás de cada personalidad pública hay un individuo,
con sueños, desafíos y una vida que merece ser respe-
tada. Al presentar esta iniciativa, estamos enviando un
mensaje claro: que la tecnología debe servir a la hu-
manidad y no ser un instrumento para la destrucción.
Estamos protegiendo la esencia misma de nuestra con-
vivencia social: el respeto mutuo. La presente iniciati-
va propone a esta soberanía reformar y adicionar el ca-
pítulo III y los artículos 211 Ter y 211 Ter 1 al Código
Penal Federal, para sancionar la creación de audios
falsos para personalidades públicas generados por in-
teligencia artificial, al tenor del siguiente

Decreto

Único. Se adicionan el capítulo III y los artículos 211
Ter y 211 Ter 1 al Código Penal Federal, para quedar
como sigue:

Capítulo III
Creación y Distribución de Audios Falsos de 

Personas Famosas mediante Inteligencia Artificial
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Artículo 211 Ter. Se entiende como a) Audio falso:
Se considerará “audio falso” cualquier grabación
de sonido generada o manipulada mediante inteli-
gencia artificial con la intención de hacer parecer
que proviene de una persona específica, sin su con-
sentimiento.

b) Personalidades Públicas: Se entenderá como
“persona pública” a aquel individuo que goza de
reconocimiento público significativo debido a su
participación en la vida pública, incluyendo, pero
no limitándose a celebridades, políticos, deportis-
tas, y figuras del entretenimiento.

Artículo 211 Ter 1. Se sancionará por la creación y
distribución: a) Queda prohibida la creación, ma-
nipulación, distribución y difusión de audios falsos
de personalidades públicas, utilizando inteligencia
artificial u otras tecnologías con el propósito de en-
gañar, difamar o perjudicar.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Estado of California. AB-730: Criminalization of Deepfake Con-

tent in Elections.

2 UNESCO. Report on ethical implications of artificial intelligen-

ce in the digital age.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de diciembre de 2024.

Diputado Armando Corona Arvizu (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 48 BIS 6 A LA LEY DE INS-
TITUCIONES DE CRÉDITO, PARA LA ELIMINACIÓN DE CO-
MISIONES BANCARIAS A JÓVENES Y ESTUDIANTES MENO-
RES DE 25 AÑOS DE EDAD, A CARGO DEL DIPUTADO

ARMANDO CORONA ARVIZU, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MORENA

El suscrito, Armando Corona Arvizu, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía
la presente iniciativa, por la que se adiciona el artícu-
lo 48 Bis 6 a la Ley de Instituciones de Crédito, para
eliminar comisiones bancarias a jóvenes y estudiantes
menores de 25 años, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En la juventud está el corazón del cambio. Son los so-
ñadores, los innovadores y los futuros líderes. Pero,
¿cómo puede un joven mexicano planear un futuro
prometedor cuando enfrenta barreras que dificultan al-
go tan básico como acceder al sistema financiero?

Hoy, más de la mitad de los jóvenes en nuestro país no
tiene acceso a una cuenta bancaria. No porque no la
necesite, sino porque el costo de abrirla, mantenerla y
usarla es un obstáculo insalvable. Esto no solo limita
su capacidad de ahorrar o gestionar sus ingresos, sino
que los excluye de un mundo que cada vez depende
más de las finanzas digitales.

Imaginemos por un momento a una estudiante de pre-
paratoria que trabaja medio tiempo para pagar sus es-
tudios. Quiere ahorrar para comprar materiales o acce-
der a un curso online, pero al abrir una cuenta bancaria
descubre que las comisiones por manejo de cuenta y
transferencias le cuestan más que sus ahorros iniciales.
¿Qué opción tiene? Recurre a métodos informales que
no solo son riesgosos, sino que perpetúan la desigual-
dad.

Ésta no es una situación aislada, es una realidad que
viven millones de jóvenes en México. Y mientras nos-
otros discutimos políticas, ellos están atrapados en un
sistema que los margina.
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Proponemos una solución simple pero poderosa: eli-
minar las comisiones bancarias para jóvenes menores
de 25 años y estudiantes inscritos en instituciones edu-
cativas. Esto no es un privilegio, es un acto de justicia.
Es reconocer que el acceso financiero es un derecho
fundamental en el siglo XXI.

¿Qué logramos con esta medida?

• Empoderar a millones de jóvenes para que puedan
abrir su primera cuenta bancaria sin miedo a costos
ocultos.

• Fomentar la cultura del ahorro desde edades tem-
pranas.

• Crear una generación de mexicanos que participe
activamente en la economía digital, impulsando el
desarrollo del país.

Esto no es solo una propuesta financiera; es una apues-
ta por el futuro. Es enviar un mensaje claro: en Méxi-
co, apostamos por nuestra juventud, creemos en su po-
tencial y les damos las herramientas para triunfar.

Países como España, Francia y Argentina han implan-
tado políticas similares, con resultados positivos en in-
clusión financiera y desarrollo económico. Es momen-
to de que México dé este paso.

No estamos hablando de un gasto o un lujo. Estamos
hablando de una inversión en la generación que sos-
tendrá este país en las próximas décadas. Cada peso
que hoy no gastan en comisiones, es un peso que in-
vertirán en sus sueños, en su educación, en su futu-
ro.

Como legisladores, tenemos la responsabilidad de de-
rribar barreras, no de construirlas. Esta iniciativa no
sólo transformará vidas individuales, sino que será un
motor de cambio para comunidades enteras.

Hagamos historia. Seamos quienes tomaron la deci-
sión de romper con un sistema excluyente y darle a los
jóvenes la llave para abrir las puertas de un México
más justo, equitativo y próspero.

El cambio no puede esperar. Es hora de actuar. Por
nuestros jóvenes, por su futuro, por México.

Para mayor claridad se presenta el siguiente cuadro
comparativo de la propuesta por la que se adiciona el
artículo 48 Bis 6 a la Ley de Instituciones de Crédito,
para eliminar comisiones bancarias a jóvenes y estu-
diantes menores de 25 años:

Eliminar las comisiones bancarias para jóvenes y estu-
diantes es una inversión en el futuro de México. Esta
medida no solo fortalecerá la inclusión financiera, si-
no que también brindará a las nuevas generaciones las
herramientas necesarias para ser parte activa de la eco-
nomía global. Con ello, no solo se mejora el acceso a
los servicios financieros, sino que se abre un camino
hacia una mayor equidad social. Es tiempo de darles la
oportunidad de prosperar sin barreras, construyendo
un México más justo y preparado para los desafíos del
futuro. La presente iniciativa propone adicionar el ar-
tículo 48 Bis 6 a la Ley de Instituciones de Crédito pa-
ra para eliminar comisiones bancarias a jóvenes y es-
tudiantes menores de 25 años, al tenor del siguiente

Decreto

Único. Se adiciona el artículo 48 Bis 6 a la Ley de
Instituciones de Crédito, para quedar como sigue:

Artículo 48. …
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…

…

Artículo 48 Bis 1. …

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Artículo 48 Bis 2. …

…

…

…

…

…

Artículo 48 Bis 3. …

Artículo 48 Bis 4. …

…

Artículo 48 Bis 5. …

…

…

…

…

…

…

Artículo 48 Bis 6. Las instituciones de crédito po-
drán fijar libremente las tasas de interés, comisio-
nes, primas y otros términos y condiciones aplica-
bles a sus operaciones activas y pasivas, excepto en
los servicios de cuentas de depósito básicas dirigi-
das a personas menores de 25 años o estudiantes
inscritos en instituciones educativas, quienes esta-
rán exentos del pago de comisiones por apertura,
mantenimiento, transferencias nacionales y retiros.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de diciembre de 2024.

Diputado Armando Corona Arvizu (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 3O., 29, 30 Y 31 DE LA

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL, EN MATERIA DE

PERSPECTIVA DE GÉNERO Y DETERMINACIÓN DE ZONAS DE

ATENCIÓN PRIORITARIA PARA EL DESARROLLO SOCIAL, A

CARGO DE LA DIPUTADA ANA ELIZABETH AYALA LEYVA,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, Ana Elizabeth Ayala Leyva, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legisla-
tura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, pre-
senta a consideración de esta soberanía iniciativa con
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proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
los 3, 29, 30 y 31 de la Ley General de Desarrollo So-
cial, en materia de perspectiva de género y determina-
ción de zonas de atención prioritaria para el desarrollo
social, al tenor de lo siguiente

Exposición de Motivos

La política de desarrollo social es un eje fundamental
para garantizar condiciones de bienestar a las personas
en situación de vulnerabilidad, asegurando que cada
política pública tenga como meta la reducción de la
pobreza, la marginación y los rezagos sociales. En es-
te contexto, la reforma propuesta sobre los artículos 3,
29, 30 y 31 de la Ley General de Desarrollo Social re-
presenta un avance significativo hacia un marco nor-
mativo más integral, alineado con los principios de
igualdad de género, derechos humanos y transparencia
en la política social.

El desarrollo social no puede entenderse sin la incor-
poración de una perspectiva de género que permita vi-
sibilizar y atender las desigualdades estructurales que
afectan desproporcionadamente a las mujeres. La pro-
puesta de reforma al artículo 3° refuerza esta perspec-
tiva al definirla como una visión científica, analítica y
política orientada a eliminar las causas de la opresión
de género.

Además, promueve la igualdad entre géneros median-
te la equidad, el desarrollo y el bienestar de todas las
personas, asegurando que las políticas públicas de des-
arrollo social integren este principio de manera efecti-
va. Esta adición armoniza la Ley General de Desarro-
llo Social con otros instrumentos normativos
nacionales e internacionales, proporcionando un mar-
co más robusto para la construcción de una sociedad
inclusiva y equitativa.

Para el Banco Mundial, el desarrollo social se centra
en la necesidad de ¨poner en primer lugar a las perso-
nas¨ en los procesos de desarrollo. La pobreza no solo
se refiere a los bajos ingresos; se trata también de la
vulnerabilidad, la exclusión, las instituciones poco
transparentes, la falta de poder y la exposición a la vio-
lencia (Banco Mundial, 2019).

El desarrollo social se relaciona directamente con la
reducción de la pobreza y la exclusión social, y para
ello es indispensable tomar en cuenta la medición de

indicadores de pobreza extrema y perspectiva de gé-
nero en conlleva este proceso.

Las reformas de los artículos 29 y 30 fortalecen los
criterios para determinar las zonas de atención priori-
taria, incorporando indicadores objetivos de pobreza,
marginación, acceso a servicios básicos y bienestar so-
cial. Estas modificaciones aseguran que las decisiones
se basen en información técnica y verificable, ahora
emitida por el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía, promoviendo un enfoque más transparente, efi-
ciente y alineado con la rendición de cuentas. 

También se establecen mecanismos más claros para la
revisión y publicación anual de estas zonas, lo que re-
fuerza la capacidad del Ejecutivo federal y la Cámara
de Diputados para atender las necesidades de las co-
munidades más rezagadas.

La reforma del artículo 31 busca fortalecer las accio-
nes destinadas a garantizar una alimentación nutritiva
y de calidad, priorizando la atención a niñas, niños,
adolescentes y mujeres embarazadas en condición de
pobreza. Esta propuesta se alinea con los principios de
derechos humanos y con las responsabilidades del Es-
tado para garantizar el bienestar de los sectores más
vulnerables de la población.

Estas modificaciones refuerzan los principios rectores
del desarrollo social y aseguran la coherencia legisla-
tiva al alinear las definiciones y términos con las dis-
posiciones vigentes de la Ley General de Desarrollo
Social. Asimismo, fortalecen la capacidad del Estado
para diseñar y ejecutar políticas públicas basadas en
evidencia sólida, maximizando la efectividad de los
programas sociales y fomentando un impacto positivo
en la calidad de vida de quienes más lo necesitan.

Por último, debe entenderse que la medición de indi-
cadores de pobreza extrema y perspectiva de género
son fundamentales para el desarrollo social y la reduc-
ción de la exclusión social. La medición y análisis de
estos indicadores permite conocer la situación real de
la población más vulnerable y diseñar políticas públi-
cas y programas de intervención específicos para aten-
der sus necesidades y mejorar su calidad de vida. Es
necesario seguir trabajando de manera integrada y
complementaria en la medición de la pobreza extrema
y la perspectiva de género para lograr una sociedad
justa, equitativa e incluyente.
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Decreto

Único. Se reforman los artículos 3, 29, 30 y 31 de la
Ley General de Desarrollo Social, para quedar de la si-
guiente manera:

Ley General de Desarrollo Social

Artículo 3. La política de desarrollo social se sujetará
a los siguientes principios:

I. a IX. (…)

X. Perspectiva de género: Una visión científica,
analítica y política sobre las mujeres y los hombres
que se propone eliminar las causas de la opresión de
género, como la desigualdad, la injusticia y la jerar-
quización de las personas basada en el género. Pro-
mueve la igualdad entre los géneros a través de
la equidad, el desarrollo y el bienestar de las per-
sonas, asegurando que el diseño y la ejecución de
las políticas públicas de desarrollo social inte-
gren este principio de manera efectiva; y

XI. (…)

Artículo 29. Se consideran zonas de atención priorita-
ria las áreas o regiones, sean de carácter predominan-
temente rural o urbano, cuya población registre índi-
ces de pobreza, marginación y rezagos sociales, que
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reflejen insuficiencias en el ejercicio efectivo de los
derechos para el desarrollo social establecidos en esta
ley. Su determinación deberá basarse en criterios ob-
jetivos y resultados que para tal efecto defina el Insti-
tuto Nacional de Estadística y Geografía, conside-
rando indicadores de pobreza, marginación, acceso
a servicios básicos y bienestar social. Asimismo, de-
berá promoverse en todo momento la eficacia cuan-
titativa y cualitativa de los ejecutores de la política so-
cial, asegurando la transparencia y la rendición de
cuentas en la implementación de programas desti-
nados a dichas zonas.

Artículo 30. El Ejecutivo federal revisará anualmente
las zonas de atención prioritaria, teniendo como refe-
rente las evaluaciones de resultados de los estudios de
medición de la pobreza, que emita el Instituto Nacio-
nal de Estadística y Geografía, e informará a la Cá-
mara de Diputados sobre su modificación, desagrega-
do a nivel de localidades en las zonas rurales y a nivel
de manzanas en las zonas urbanas, para los efectos de
asignaciones del Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción. La Cámara de Diputados, al aprobar el presu-
puesto, hará la declaratoria de zonas de atención prio-
ritaria, la cual deberá publicarse en el Diario Oficial de
la Federación, junto con el decreto del Presupuesto de
Egresos de la Federación.

Artículo 31. La declaratoria tendrá los efectos si-
guientes:

I. a IV. (…)

V. Generar programas destinados a garantizar la
alimentación nutritiva y de calidad de las perso-
nas en condición de pobreza con especial aten-
ción a las niñas, niños, adolescentes y mujeres
embarazadas.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de diciembre de 2024.

Diputada Ana Elizabeth Ayala Leyva (rúbrica)

QUE REFORMA EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 87 DE

LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, EN MATERIA DE AUMEN-
TO DE 15 A 30 DÍAS DE SALARIO EN EL PAGO DE AGUI-
NALDO ANUAL PARA LAS Y LOS TRABAJADORES EN LA RE-
PÚBLICA MEXICANA, A CARGO DEL DIPUTADO NAPOLEÓN

GÓMEZ URRUTIA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MO-
RENA

El que suscribe, Napoleón Gómez Urrutia, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás aplica-
bles del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta soberanía, la presente
iniciativa con proyecto de decreto en materia de au-
mento de 15 a 30 días de salario en el pago de agui-
naldo anual para las y los trabajadores en la República
Mexicana.

Exposición de Motivos

Origen. En cuanto aguinaldo se refiere, es importante
hacer una pequeña reseña de lo que este pago ha veni-
do representando a la largo de la historia laboral de la
humanidad. Para ello tenemos que existen varias ver-
siones de su origen, pero la más común señala que es
una tradición que se remonta a la cultura celta, cuya
costumbre era conocida como eguinad, en la que se
designaba el regalo de año nuevo con el fin de que el
año venidero fuera de alguna manera bueno para el
que otorgaba regalos. Por otra parte, la palabra latina
que designa el “aguinaldo”, es strenna o strena, cuyo
primer significado es presagio o pronóstico, presagios
que posteriormente comenzaron a simbolizarse con re-
galos a fin y principio de cada año.1

Roma institucionalizó esta costumbre acompañando
con regalos los buenos deseos en las fiestas de fin de
año. Respecto a la parte española, la palabra aguinal-

do significó “obsequio”, “presente” o “dádiva” con lo
que se demostraba satisfacción o alegría de un aconte-
cimiento. Se sabe que el patrón, ahora persona emple-
adora, premiaba al trabajador por el desempeño de su
trabajo con dinero o en especie. Para México, el agui-
naldo significaba dar un regalo conformado por frutas
de temporada y colaciones principalmente a los niños
durante la fiestas decembrinas o posadas.
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La Organización Mundial del Trabajo señala en el Ma-

nual sobre derechos laborales de los trabajadores y

trabajadoras rurales:2 “El aguinaldo es un sueldo ex-
tra que debes cobrar en dinero. El sueldo anual com-
plementario es lo que llamamos aguinaldo. Es un suel-
do extra que se paga a todo trabajador anualmente.
Todos los trabajadores y trabajadoras tienen derecho a
cobrar aguinaldo. ¿Cuándo se paga? Se paga en dos
veces en el año: 1. Antes del 22 de junio: Debes cobrar
lo generado desde el 1 de diciembre hasta el 31 de ma-
yo. 2. Antes del 24 de diciembre: Debes cobrar lo que
generaste entre el 1 de junio y el 30 de noviembre. Pa-
ra el cálculo del aguinaldo, se tiene en cuenta el perio-
do que se extiende del 1 de diciembre al 30 de no-
viembre de cada año. ¿Qué se incluye en el aguinaldo?
Se incluye todo lo que hayas recibido en dinero en es-
te tiempo, incluido el salario vacacional, las horas ex-
tras, más el valor de la alimentación y la vivienda. El
valor en dinero de la alimentación y la vivienda están
fijados por el Poder Ejecutivo”.

México ha regularizado el pago de este derecho tanto
en la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos como en sus leyes secundarias, Ley Federal
del Trabajo y Ley Federal de los Trabajadores al Ser-
vicio del Estado, con el objetivo de que la riqueza del
país tenga una mejor distribución entre la población,
en este caso, la clase trabajadora.

Es importante señalar que si bien se han logrado im-
portantes avances en materia laboral como por ejem-
plo el derecho a un trabajo digno, derecho a la seguri-
dad social, derecho a un salario justo, a una jornada de
trabajo de carácter humanitario, derecho a una capaci-
tación constante, derecho a condiciones óptimas en lu-
gar de trabajo, derecho a la huelga, derecho a un con-
trato colectivo, entre muchos otros, que permiten
acceder a un trabajo decente, en el caso del pago de
aguinaldo no se ha logrado un aumento de un solo día
desde la publicación de la Ley Federal del Trabajo en
1970, en el que se establecieron los 15 días de pago
que hoy siguen prevaleciendo en la normativa laboral.

Pese a que los derechos laborales son ley vigente y el
Estado garantiza su ejecución, se hace necesario traba-
jar en otros supuestos para garantizar su plena eficacia
y replantear algunos otros para lograr su plena optimi-
zación. En ese sentido se requiere fortalecer las remu-
neraciones percibidas por las personas trabajadoras a
cambio de su mano de obra.

La Confederación Patronal de la República Mexicana
ha señalado que éste “es el país de la OCDE donde, en
promedio, se dedican más horas al trabajo. Datos de
2019 muestran que son, en promedio, 2 mil 137 horas
al año, mientras que los países de la OCDE tienen un
promedio de mil 730 horas. Es decir, en México se tra-
bajan 23 por ciento más horas. Los otros cuatro países
con más horas de trabajo en promedio son Costa Rica
(2 mil 60 horas al año), Corea del Sur (mil 967), Ru-
sia (mil 965) y Grecia (mil 949). Por su parte, los paí-
ses con menos horas promedio de trabajo son Dina-
marca (mil 380), Noruega (mil 384), Alemania (mil
386), Holanda (mil 434) y Suecia (mil 452)”.3

Para el caso de México, la retribución del aguinaldo de-
be pagarse antes del 20 de diciembre de cada año y
consiste hasta este momento en que la persona trabaja-
dora reciba un pago de 15 días de salario, situación que,
si la comparamos con el aguinaldo que la persona tra-
bajadora recibe en otros países, resulta ser una de las
menores. Para el caso, si realizamos una comparación
del aguinaldo que perciben las personas trabajadoras de
otros países, en relación con lo que perciben las perso-
nas trabajadoras en México, tenemos lo siguiente:

En Uruguay: se encuentra regulado en la Ley Número
12.840, de 22 de diciembre de 1960. Toda persona em-
pleadora tiene la obligación de abonar a sus personas
trabajadoras, dentro de los diez días anteriores al 24 de
diciembre de cada año, un sueldo anual complementa-
rio. Por sueldo anual complementario se entiende la
doceava parte del total de los salarios pagados en di-
nero por el patrón en los doce meses anteriores al pri-
mero de diciembre de cada año.

En Paraguay: las Leyes Números 213 del Código del
Trabajo y 417 establecen las pautas del aguinaldo. El
trabajador a jornal percibirá como aguinaldo la docea-
va parte del jornal ordinario efectivo que le correspon-
da a la fecha de la liquidación del aguinaldo, multipli-
cado por el número de días de trabajo, pero en ningún
caso será menor a 25 jornales el aguinaldo del trabaja-
dor jornalero que, habiendo trabajado todo el año con
un solo empleador, no haya incurrido en ausentismo
en proporción mayor de 5 por ciento de los días hábi-
les del año. El trabajador a sueldo mensual percibirá
como aguinaldo la doceava parte del sueldo ordinario
efectivo que le corresponda a la fecha de la liquidación
del aguinaldo, multiplicado por el número de meses
trabajados.
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En Bolivia: la Ley General del Trabajo, artículo 57 es-
tablece que los patronos de empresas que hubieren ob-
tenido utilidades al final del año, otorgarán a sus em-
pleados y obreros una prima anual no inferior a un mes
y a quince días de salario respectivamente, de acuerdo
con el sistema que establezca el Reglamento General
del Trabajo. El pago de una prima, distinto del de agui-
naldo, se ajustará a las normas establecidas por los ar-
tículos 48, 49 y 50 del decreto supremo del 23 de agos-
to de 1943, modificándose la primera parte del citado
artículo 48 en los siguientes términos: “Las empresas
que hubieren obtenido utilidades al finalizar el año
otorgarán a sus empleados y obreros una prima anual
de un mes de sueldo y 25 días de salario”.

En Perú: mediante la Ley General del Trabajo, en el
artículo 208, dispone que el trabajador tiene derecho a
dos gratificaciones por año, una que se abona en el
mes de julio, con ocasión de fiestas patrias, y otra en
el mes de diciembre, con ocasión de Navidad, por un
importe equivalente al de una remuneración mensual,
en la forma prevista en el artículo 196 (cómputo de pa-
gos anuales o semestrales). El monto de las gratifica-
ciones para los trabajadores de remuneración impreci-
sa, se calculará en base al promedio de las
remuneraciones percibidas en los últimos seis meses
anteriores al quince (15) de julio y quince (15) de di-
ciembre según corresponda. En caso de haberse traba-
jado en forma parcial o incompleta dentro del periodo
adquisitivo, la gratificación se abona en monto pro-
porcional a los meses y días trabajados.

En Brasil: también conocido como “13o. salario”, la
ley 4.090, del 13 de julio de 1962 lo establece. En el
mes de diciembre de cada año todo empleado será re-
munerado, por el empleador, con una gratificación sa-
larial, independientemente de la remuneración a que
haga justicia. La gratificación corresponderá a 1/12
parte de la remuneración debida en diciembre, por mes
de servicio, del año correspondiente”.

Debe señalarse que el aguinaldo solo está presente en
países como Argentina, Puerto Rico, Chile, Nicaragua,
Colombia, Brasil, Italia, Portugal, España, Francia,
Grecia, Austria, Bélgica, Chipre, Finlandia, Suecia,
Turquía, Dinamarca, Alemania, Suiza, India, Indone-
sia, Filipinas, Singapur, Taiwán, China, Malasia y
Hong Kong, países en los que la persona empleadora
está obligada a pagar un aguinaldo como remunera-
ción a la persona trabajadora. Existen otros como Es-

tados Unidos de América en donde esta retribución es
voluntaria por parte de la parte empleadora. Países co-
mo Puerto Rico, Italia, Portugal, China, Hong Kong,
otorgan ya sea la doceava parte de las percepciones re-
cibidas en un año o el equivalente a treinta días de sa-
lario, el cual puede ser pagado en dos exhibiciones,
por lo regular a mitad de año (junio o julio) y a fin de
año (diciembre).

De igual forma, comparando las percepciones por
aguinaldo en otros países, podemos ver que México es
uno de los países en el que esta remuneración es más
baja (de 15 días de salario), cuando en varios países la-
tinoamericanos la remuneración es de 30 días de sala-
rio o de 12 por ciento de las remuneraciones obtenidas
durante un año laborado.

A manera de resumen, y con el objetivo de apreciar las
grandes diferencias que existen respecto de la cantidad
que se paga por concepto de aguinaldo en diferentes
países a las personas trabajadoras, se elabora la tabla
siguiente:

Resulta relevante resaltar el hecho de que, el espíritu
que impera en la presente iniciativa, se dirige a forta-
lecer la justicia laboral, para hacer más justo el tiempo
que se trabaja y la remuneración que se recibe, pues
como lo analizamos en los párrafos que anteceden, la
persona empleadora no paga el “tiempo extra” que el
trabajador mexicano labora, que es de 23 por ciento
según la OCDE. En consecuencia, la persona emplea-
dora estaría obligada a pagar por ese tiempo laborado
en las cantidades ya mencionadas. Situación que hace
más merecedoras a las personas trabajadoras, el au-
mento de lo que en México denominamos aguinaldo.
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Por consiguiente, y derivado de que, en términos del
título tercero, capítulo V, “Salario”, de la Ley Federal
del Trabajo (LFT), el aguinaldo forma parte del sala-
rio, el cual debe ser entregado antes del 20 de diciem-
bre y equivalente a 15 días de salario (artículo 87,
LFT, aplicable para toda personas trabajadora que se
rija por la ley), puesto que es un derecho que se recibe
como retribución por la prestación de un servicio co-
rrespondiente a un año laborado o en su caso el pago
proporcional al tiempo laborado. Debe resaltarse que
el aguinaldo es un derecho que no ha sufrido ningún
cambio desde la publicación de la Ley Federal del Tra-
bajo el 1 de abril de 1970.4

En virtud de lo anterior, la política nacional de trabajo
debe seguir fortaleciéndose para dignificar los dere-
chos de las personas trabajadoras garantizándoles una
mejor calidad de vida a éstas y a sus familias. Es por
tales motivos que resulta benéfico y equitativo el du-
plicar los días de aguinaldo pasando de 15 días a 30
días. Además de que se favorecería al sector producti-
vo y en consecuencia el fortalecimiento de la econo-
mía familiar.

Dando continuidad a una política que se ha venido
arraigando en los últimos años en el trabajo legislativo
y en la cultura en nuestro país en materia de lenguaje
de género incluyente, política que tuvo mayor énfasis
el primero de octubre del presente año cuando toma
posesión la Dra. Claudia Sheinbaum Pardo, como Pre-
sidenta Constitucional de los Estados Unidos Mexica-
nos, la presente iniciativa también propone reformar el
segundo párrafo del artículo 87, únicamente para ar-
monizar el lenguaje, ya que en su inicio al señalar “los
que …” se refiere a los trabajadores, término que se
cambia del primer párrafo para quedar como “Las per-
sonas trabajadoras”, por lo que considero pertinente
que se armonice la teleología que se persigue.

Para ello se presenta la siguiente tabla con las adecua-
ciones que habrán de adoptarse a fin de que se dicta-
mine favorablemente la presente Iniciativa, en la que
se reforme el artículo 87, en ambos párrafos.

Antecedentes legislativos

Durante mi gestión como Senador de la República en
la LXIV y LXV Legislaturas, en la que tuve el honor
de presidir la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
se dictaminaron más de 160 iniciativas lográndose un
avance significativo y sin precedente en el tema labo-
ral en nuestro país. Se publicaron en el Diario Oficial
de la Federación 16 decretos que reformaron la Ley
Federal del Trabajo y otras Leyes en materia de segu-
ridad social, cuando en los últimos seis sexenios de los
Gobiernos Neoliberales, siendo que desde Salinas de
Gortari hasta antes de la entrada del presidente López
Obrador, solo se habían publicado siete.

Las reformas publicadas y que fueron aprobadas du-
rante mi gestión como presidente de la Comisión de
Trabajo y Previsión Social en el Senado de la Repú-
blica (septiembre 2018 a agosto de 2024) fueron des-
de la relacionada con la justicia laboral, libertad sindi-
cal y negociación colectiva de mayo de 2019; las
reformas en materia de licencias por cuidados médicos
de junio de 2019; las reformas en materia de derechos
de las personas trabajadoras del hogar (prueba piloto)
de julio 2019; la reforma en materia de teletrabajo de
enero de 2021; la reforma en materia de fijación del
salario mínimo por arriba de la inflación de marzo de
2021; la reforma para regular la subcontratación (out-

sourcing) de abril de 2021; la reforma de los artículos
transitorios del decreto publicado en materia de sub-
contratación de julio de 2021; la reforma para regular
labores peligrosas o insalubres de abril de 2022; la re-
forma para conceder a las personas trabajadoras per-
misos para el ejercicio del voto en elecciones popula-
res y procesos de revocación de mandato de abril de
2022; la reforma del artículo quinto transitorio del de-
creto de reforma en materia de justicia laboral de 2019
(ampliación del plazo de entrada en vigor) de mayo de
2022; la reforma en materia de vacaciones dignas de
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diciembre de 2022; la reforma de otorgamiento de li-
cencias a padres y madres con menores diagnosticados
con algún tipo de cáncer de noviembre de 2023; la re-
forma que actualiza la tabla de enfermedades de la Ley
Federal del Trabajo de diciembre de 2023; la reforma
en materia de derechos laborales de las personas tra-
bajadoras del campo de enero de 2024, y la reforma
para imponer multa a la persona empleadora que no
afilie a las personas trabajadoras al Instituto del Fondo
Nacional para el Consumo de los Trabajadores.

Ahora bien, se aprobaron otros dictámenes con temas
que fueron remitidos a esta colegisladora y que no
continuaron con el trámite legislativo constitucional, y
otros muchos más que no fueron discutidos en el ple-
no del Senado, siendo el caso de uno de ellos el que
hoy se plantea en la presente iniciativa.

El 28 de febrero del año en curso5 se aprobó en la sép-
tima reunión ordinaria de la Comisión de Trabajo y
Previsión Social el proyecto de dictamen que reforma-
ba el artículo 87 de la Ley Federal del Trabajo, recaí-
do a diversas iniciativas en esta materia que se encon-
traban turnadas a la Comisión, siendo una de ellas la
que el suscrito presentó en el Senado de la República.
Dicho Dictamen fue remitido a la Comisión de Estu-
dios Legislativos Segunda, para su continuación en el
trámite legislativo, sin que se lograra aprobar por esta
última, lo que me motiva a retomar este tema tan im-
portante para las y los trabajadores en nuestro país y
me lleva a la presentación de esta Iniciativa.

Por lo expuesto someto a consideración de la Cámara
de Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 87 de la
Ley Federal del Trabajo, en materia de aumento de
días de salario en el pago de aguinaldo anual para
las y los trabajadores en la República Mexicana

Único. Se reforma el artículo 87 de la Ley Federal del
Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 87. Las personas trabajadoras tendrán de-
recho a un aguinaldo anual que deberá pagarse antes
del día veinte de diciembre, equivalente a treinta días
de salario, por lo menos.

Las personas trabajadoras que no hayan cumplido
el año de servicios, independientemente de que se en-

cuentren laborando o no en la fecha de liquidación del
aguinaldo, tendrán derecho a que se les pague la parte
proporcional del mismo, conforme al tiempo que hu-
bieren trabajado, cualquiera que fuere éste.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Sánchez Domingo, Rafael. Origen histórico-jurídico del agui-

naldo: del strenna romano al salario en especie. Universidad de

Burgos. Visible en versión electrónica en

file:///C:/Users/rlope/Downloads/Dialnet-OrigenHistoricojuridi-

coDelAguinaldo-3041014%20(1).pdf

2 Manual sobre derechos laborales de los trabajadores y trabaja-

doras rurales, https://www.oitcinterfor.org/sites/default/files/fi-

le_publicacion/man_trab.pdf

3 México, uno de los países donde más horas se trabajan pero no

necesariamente se produce más, https://coparmex.org.mx/downlo-

ads/senalcoparmex/013_2022/SC_13_Mexico_Uno_de_los_Pai-

ses_donde_mas_horas_se_trabajan_pero_no_necesariamente_se_

produce_mas.pdf

4 Diario Oficial de la Federación. Publicación del 1 de abril de

1970, https://dof.gob.mx/nota_to_imagen_fs.php?cod_dia-

rio=201227&pagina=9&seccion=2

5 Transmisión de la séptima reunión ordinaria de la Comisión de

Trabajo y Previsión Social del Senado de la República. Sexagési-

ma Quinta Legislatura (2021-2024),

https://www.youtube.com/watch?v=eSL3y0lj99k

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 10 de diciembre de 2024.

Diputado Napoleón Gómez Urrutia (rúbrica)
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QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DE SALUD, A CARGO DE LA DIPUTADA ALEJANDRA

CHEDRAUI PERALTA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA

Quien suscribe, Alejandra Chedraui Peralta, integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena de la LXVI Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto, por el que se adicionan las frac-
ciones I a IV y el artículo 77 Bis, con la creación de un
capítulo VIII, al título tercero, y se recorren en su or-
den los subsecuentes de la Ley General de Salud, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

El cáncer infantil es una de las principales causas de
muerte en la infancia en todo el mundo. Cada año, se
diagnostican aproximadamente 400 mil 000 casos
nuevos de cáncer en niños y adolescentes menores de
19 años. Aunque este malestar es relativamente raro en
comparación con el cáncer en adultos, la vulnerabili-
dad de la población afectada y las graves consecuen-
cias requieren una atención global urgente.

Dicha enfermedad incluye una variedad de padeci-
mientos que afectan a los sistemas hematológico, ner-
vioso, muscular y otros órganos vitales. Entre los tipos
más comunes se encuentran las leucemias, tumores ce-
rebrales y linfomas, etcétera A diferencia de los cánce-
res en adultos; en los infantes, no está generalmente
relacionada con factores ambientales o estilos de vida,
sino con mutaciones genéticas que ocurren de manera
espontánea en las células en crecimiento.1

Asimismo, una de las mayores preocupaciones es la
disparidad en los resultados de los tratamientos entre
los países de ingresos altos y los países de ingresos ba-
jos y medianos.

De acuerdo con Healthy People 2030; los determinan-
tes sociales de la salud son las condiciones de los en-
tornos donde las personas nacen, viven, aprenden, tra-
bajan, juegan, practican su religión y envejecen, que
afectan una amplia gama de resultados y riesgos en

materia de salud, funcionamiento y calidad de vida.
Dichos determinantes se pueden agrupar en cinco do-
minios:2

1. Estabilidad económica.

2. Acceso y calidad de la educación.

3. Acceso y calidad de la atención sanitaria.

4. Barrio y entorno construido.

5. Contexto social y comunitario.

Esta desigualdad es inaceptable y requiere un esfuerzo
global coordinado para garantizar que todos los niños,
independientemente de su lugar de nacimiento, tengan
acceso a una atención de calidad.

El cáncer infantil no sólo afecta a la niñez, sino que
tiene profundas implicaciones para toda la familia. El
costo emocional, físico y financiero puede ser devas-
tador. En muchas regiones, las familias deben enfren-
tar altos costos de tratamiento, además de perder in-
gresos debido a la necesidad de cuidar al infante
enfermo. Esta situación perpetúa ciclos de pobreza y
dificulta aún más el acceso a los servicios de salud.3

La investigación sobre el cáncer infantil ha avanzado
significativamente, con nuevos tratamientos que au-
mentan las tasas de supervivencia y mejoran la calidad
de vida de los sobrevivientes. La medicina personali-
zada, que adapta los tratamientos a las características
genéticas, está emergiendo como una estrategia pro-
metedora. No obstante, es crucial que los avances lle-
guen a todos los niños, independientemente de su lu-
gar de residencia.

La Organización Mundial de la Salud y otras entidades
internacionales han lanzado iniciativas para mejorar la
atención del cáncer infantil, con el objetivo de alcan-
zar una tasa de supervivencia de 60 por ciento para los
niños en el mundo para 2030. Sin embargo, lograr es-
te objetivo requiere inversiones sostenidas en infraes-
tructuras de salud, programas de capacitación para los
profesionales médicos y sistemas para la detección
temprana.

Los gobiernos, organizaciones no gubernamentales y
la comunidad internacional deben unir esfuerzos para
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garantizar que todos los niños tengan la oportunidad
de superar esta enfermedad. Sólo a través de una res-
puesta coordinada y equitativa se podrá reducir la car-
ga del cáncer infantil en el mundo y dar a cada niño la
posibilidad de un futuro saludable.4

Ahora bien, en México, está problemática también es
una de las principales causas de muerte de niños y
adolescentes de entre 5 y 14 años, sólo después de los
accidentes.5 Cada año se diagnostican miles de nuevos
casos, y aunque la tasa de supervivencia ha mejorado
en países desarrollados, en México persisten impor-
tantes retos que impiden un acceso universal y equita-
tivo a los tratamientos oncológicos para los infantes.
Este problema es particularmente preocupante en re-
giones rurales o con altos niveles de marginación, don-
de los recursos para tratar el cáncer infantil son limita-
dos o inexistentes.

La falta de acceso a tratamientos oportunos y de cali-
dad ha generado un impacto significativo en la salud y
el bienestar de estos niños y sus familias.6

El cáncer infantil debe situarse como prioridad de sa-
lud pública, toda vez que, es una enfermedad que no
discrimina por origen étnico, género o clase social. Sin
embargo, su detección y tratamiento sí están profun-
damente influenciados por factores sociales, económi-
cos y geográficos. En México, aproximadamente 5 mil
niños son diagnosticados con cáncer cada año,7 y las
tasas de mortalidad son superiores a las de otros países
con sistemas de salud mejor equipados. 

El acceso a tratamientos oncológicos de calidad es
desigual en México, mientras que, en algunos hospita-
les de tercer nivel, ubicados en grandes centros urba-
nos, se cuenta con tecnología avanzada y acceso a me-
dicamentos especializados, en muchas regiones
rurales y marginadas los pacientes carecen de acceso a
atención especializada. Esto genera una enorme dispa-
ridad en las tasas de supervivencia y calidad de vida de
los niños diagnosticados con cáncer, dependiendo de
su lugar de residencia.

Esta desigualdad no solo es injusta, sino que también
contraviene el derecho a la salud consagrado en el ar-
tículo 4o. de la Constitución,8 así como los compromi-
sos internacionales adquiridos por México en tratados
como la Convención sobre los Derechos del Niño, que
establece el derecho de todos los niños a un nivel de

vida adecuado para su desarrollo físico, mental y so-
cial.9

El desabasto de medicamentos oncológicos es uno de
los problemas más urgentes que enfrentan los niños
con cáncer y sus familias. Durante los últimos años, ha
habido una creciente preocupación por la escasez de
estos medicamentos en el sector salud, lo que ha pues-
to en riesgo la vida de miles de pacientes. Este des-
abasto no solo genera angustia y sufrimiento para las
familias, sino que también compromete seriamente la
efectividad de los tratamientos, al obligar a los pacien-
tes a interrumpir o retrasar su atención.

Aunado a lo anterior, el tratamiento del cáncer es cos-
toso y prolongado, lo que coloca una carga económica
insostenible sobre muchas familias mexicanas, espe-
cialmente aquellas de escasos recursos. Los costos de
transporte, alojamiento y atención médica fuera de su
lugar de residencia incrementan aún más esta carga, lo
que agrava la situación de vulnerabilidad de estas fa-
milias. En algunos casos, los padres deben abandonar
sus trabajos para acompañar a sus hijos durante los lar-
gos periodos de hospitalización, lo que agrava su si-
tuación económica.

Por tal motivo es fundamental que el Estado mexicano
asuma la responsabilidad de garantizar que ninguna
familia tenga que enfrentar la elección imposible entre
recibir tratamiento médico adecuado para sus hijos o
caer en la pobreza.

Para ello, el objetivo principal de esta reforma es ase-
gurar el acceso equitativo a tratamientos oncológicos
para todos los niños diagnosticados con cáncer, pro-
moviendo el fortalecimiento de las políticas públicas
sin que esto implique una presión en el gasto público.

Esta iniciativa propone un marco normativo que ase-
gure el acceso equitativo a los tratamientos oncológi-
cos para todos los niños diagnosticados con cáncer,
buscando mejorar sus oportunidades de vida a través
de la creación de políticas de salud inclusivas.

La propuesta mencionada, coadyuvará en los siguien-
tes ejes:

1. Asegurar el acceso universal y equitativo a trata-
mientos oncológicos pediátricos.
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Lo anterior, toda vez que tiene como objetivo prin-
cipal garantizar que todos los niños diagnosticados
con cáncer en México, sin importar su lugar de re-
sidencia, tengan acceso a los tratamientos médicos
necesarios. Esto incluye no solo la atención hospi-
talaria, sino también la provisión de medicamentos,
tecnología avanzada y servicios de seguimiento es-
pecializado.

2. Fortalecer la infraestructura médica en regiones
marginadas.

Se buscará la implementación de medidas que for-
talezcan la infraestructura de salud en zonas rurales
y marginadas, permitiendo que los niños en estas
regiones reciban atención especializada sin necesi-
dad de trasladarse a grandes centros urbanos, lo que
muchas veces es inviable por razones económicas o
logísticas.

3. Establecer un sistema de vigilancia y rendición
de cuentas.

Para garantizar la efectividad de esta iniciativa, se
establecerá un sistema de monitoreo y evaluación
continua que permita verificar el cumplimiento de
las políticas y la adecuada distribución de los recur-
sos. Este sistema asegurará la transparencia y la
rendición de cuentas en la implementación de los
programas oncológicos.

En definitiva, esta reforma beneficiará a miles de niñas
y niños con cáncer al asegurar su acceso a una aten-
ción médica integral y de calidad. Además, promove-
rá la colaboración entre el sector público y privado, se
optimizarán los recursos existentes, garantizando que
los niños reciban el tratamiento adecuado en el mo-
mento oportuno.

Además, no sólo mejorará la salud de la niñez, sino
que también brindará tranquilidad a sus familias al
contar con un sistema de salud más eficiente y accesi-
ble. Conjuntamente, fomentará la sensibilización en la
sociedad sobre la importancia de la atención oncológi-
ca infantil, contribuyendo así a un entorno más solida-
rio y comprensivo.

En concreto, esta reforma busca transformar el marco
legal para garantizar que las niñas y niños con cáncer
en México tengan acceso a la atención integral que ne-

cesitan. Al hacerlo, se reafirma el compromiso del Es-
tado con el bienestar de sus ciudadanos más vulnera-
bles, sin que esto implique un costo adicional para el
presupuesto público. La reforma propuesta permitirá
avanzar hacia un sistema de salud más equitativo y ac-
cesible, beneficiando a la infancia y a las familias que
enfrentan esta dura enfermedad.

El cáncer infantil es una de las enfermedades más de-
vastadoras que puede enfrentar una familia, pero es
también un reto de salud pública que puede abordarse
de manera efectiva si se destinan los recursos y las po-
líticas necesarias. Esta iniciativa responde al llamado
urgente de miles de familias mexicanas que exigen un
acceso equitativo a tratamientos oncológicos para sus
hijos. Asegurar que todos los niños diagnosticados con
cáncer en México tengan las mismas oportunidades de
tratamiento y de vida es una cuestión de justicia y de
derechos humanos.

La aprobación de este proyecto de decreto no solo sal-
vará vidas, sino que también será un paso crucial para
reducir las desigualdades en nuestro sistema de salud
y para construir un país más justo y solidario.

Por lo anterior, la que suscribe, poniendo por delante
el interés superior de la infancia y adolescencia, así co-
mo el beneficio hacia la población y su protección,
propone adicionar el, tal como se ilustra en el siguien-
te cuadro comparativo:
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Por lo expuesto y fundado se somete a consideración
de esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona el capítulo VIII al tí-
tulo tercero, que comprende el artículo 77 Bis, de la
Ley General de Salud.

Único. Se adiciona el capítulo VIII al título tercero,
que comprende el artículo 77 Bis, de la Ley General de
Salud, para quedar como sigue:

Capítulo VIII
Atención Integral a Niños con Cáncer

Artículo 77 Bis. Se establece el derecho de todos los
niños diagnosticados con cáncer a recibir atención
médica integral, que incluye diagnóstico, trata-
miento y seguimiento. Esta atención deberá garan-
tizarse en todos los niveles del Sistema Nacional de
Salud.

I. Las instituciones del Sistema Nacional de Sa-
lud deberán implementar protocolos de atención
y tratamiento para el cáncer infantil, alineados
con las mejores prácticas internacionales y
adaptados a las características del sistema de sa-
lud mexicano.

II. Se promoverá la capacitación continua del
personal médico y de enfermería en el manejo
del cáncer infantil, asegurando que el personal
de salud esté debidamente formado para ofrecer
una atención de calidad.

III. La Secretaría de Salud deberá coordinar con
las entidades federativas y el sector privado pa-
ra establecer convenios de colaboración que per-
mitan optimizar el uso de recursos existentes en
el tratamiento de cáncer infantil, incluyendo la
utilización de instalaciones y equipos médicos no
utilizados.

IV. Se establecerá un registro nacional de niños
con cáncer, que servirá para monitorear el acce-
so a tratamientos, la disponibilidad de medica-
mentos y el seguimiento de la evolución clínica
de los pacientes.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de Salud realizará las adecua-
ciones necesarias en su reglamento interno y en los
programas de salud existentes, garantizando la imple-
mentación de lo establecido en este decreto, sin que
esto implique un incremento en el gasto público.

Tercero. Las entidades federativas deberán ajustar sus
políticas y programas de salud para alinearse con las
disposiciones de este decreto, priorizando la atención
integral a la infancia con cáncer en sus planes de sa-
lud.

Notas

1 Organización Mundial de la Salud. “El cáncer infantil”. Dispo-

nible en https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/can-

cer-in-children
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2 Healthy People 2030. “Determinantes sociales de la salud”. Dis-

ponible en https://health.gov/healthypeople/priority-areas/social-

determinants-health

3 Organización Panamericana de la Salud. “Mes de Concientiza-

ción del Cáncer Infantil-septiembre 2022”. Disponible en

https://www.paho.org/es/campanas/mes-concientizacion-cancer-

infantil-septiembre-2022 

4 Organización Panamericana de la Salud. “Planes Nacionales de

Cáncer Infantil”. Disponible en

https://www.paho.org/es/temas/cancer-ninez-adolescencia/planes-

nacionales-cancer-infantil

5 Universidad Autónoma de México. “El cáncer, segunda causa de

muerte en niños de 5 a 14 años”. Disponible en https://www.gace-

ta.unam.mx/el-cancer-segunda-causa-de-muerte-en-ninos-de-5-a-

14-anos/

6 Gobierno de México. Secretaría de Salud. “Día Mundial de la

Lucha contra el Cáncer Infantil”. Disponible en

https://www.gob.mx/insabi/es/articulos/dia-mundial-de-la-lucha-

contra-el-cancer-infantil-15-de-febrero?idiom=es

7 Fundación Mark. “Estadísticas del cáncer infantil en México: Un

llamado a la donación”. Disponible en

https://fundacionmark.org/estadisticas-del-cancer-infantil-en-me-

xico-un-llamado-a-la-donacion/#:~:text=Seg%C3%BAn%20da-

tos%20de%20la%20Secretar%C3%ADa,de%20atenci%C3%B3n

%20y%20recursos%20adecuados

8 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Artícu-

lo 4o.

9 Organización de las Naciones Unidas. “Convención sobre los

Derechos del Niño”. Disponible en https://www.ohchr.org/es/ins-

truments-mechanisms/instruments/convention-rights-child

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de diciembre de 2024.

Diputada Alejandra Chedraui Peralta (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 17, 18 Y 19 DE LA LEY

AGRARIA, A CARGO DEL DIPUTADO ARTURO ROBERTO

HERNÁNDEZ TAPIA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA

El que suscribe, Arturo Roberto Hernández Tapia, in-
tegrante del Grupo Parlamentario Morena en la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, frac-
ción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta soberanía la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto, por el que se
reforman los artículos 17 a 19 de la Ley Agraria, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

El campo es uno de los sectores más importantes del
país. Precisamente por ello debe dotarse de seguridad
jurídica a sus integrantes. El ejido es parte relevante de
este sector y los sujetos de derecho agrario, son mere-
cedores de la protección del Estado.

Actualmente la calidad jurídica de “Ejidatario” que es-
tablece la Ley Agraria, ha sido “rebasada en la praxis,
posesionarios también forman parte de los núcleos
agrarios, no obstante, no están en igualdad de condi-
ciones. El simple hecho de ser parte del ejido o la co-
munidad los hace partícipes de todo lo concerniente a
sus actividades, pero al momento de la sucesión estos
no cuentan con la posibilidad de formular su lista de
sucesión”. 1

Ante situaciones de esta naturaleza, el Legislativo no
puede permanecer omiso. La lista de sucesores es el
instrumento por excelencia para brindar certeza jurídi-
ca a la sucesión de los sujetos agrarios.

Luego entonces, no es concebible que en pleno siglo
XXI solamente sea el ejidatario el sujeto autorizado
por la ley para poder suceder, pues el núcleo agrario se
compone también de posesionarios, desde luego siem-
pre y cuando se encuentren reconocidos por la asam-
blea ejidal o el tribunal agrario competente.

Es cierto que el ser titular de derechos agrarios no so-
lamente comprende el derecho de uso sobre las parce-
las, sino también los que el reglamento interno del eji-
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do o la comunidad les otorgue sobre las demás tierras
ejidales o comunales, y los que legalmente les corres-
pondan por tener esa calidad, pero no por ello es sig-
nificante de que solo el ejidatario pueda tener la pre-
rrogativa de formular lista de sucesión.

Los derechos agrarios son un cúmulo de prerrogativas
de las cuales gozan los sujetos agrarios, concretamen-
te: los ejidatarios. Sin embargo, no debe considerarse
obligatorio o necesario gozar de tal cumulo para poder
suceder, pues la sola condición de que cualquier suje-
to agrario goce del derecho de uso de una o más par-
celas, debe ser factor de acceso para poder formular
lista de sucesores.

El campo es el espacio de crecimiento y desarrollo de
ejidatarios, posesionarios y comuneros, así como el de
sus hijos e hijas. El Estado mexicano no ha saldado la
deuda histórica que tiene con los campesinos, lo míni-
mo que debe hacer es estar a la altura de sus necesida-
des.

El artículo 27 constitucional es la materia de la apor-
tación del Estado al campo mexicano, sin embargo no
basta con reconocer la personalidad jurídica de los nú-
cleos de población ejidal y comunal, sino también
otorgarles seguridad jurídica a sus integrantes.

La Circular número DGRAJ/1.3.1.1/1 de fecha treinta
y uno de julio del año dos mil, emitida por el Registro
Agrario Nacional, ya señalaba lo siguiente desde en-
tonces:

Resulta claro que el ejidatario, comunero o posesiona-
rio sólo podrá formular una lista de sucesión para el
conjunto de sus derechos que detente en cada núcleo
agrario, documento que en su oportunidad servirá de
base para la transmisión de sus derechos reales y per-
sonales, de que fuera titular; es decir, podrá depositar
tantas listas como titular sea de derechos agrarios en
diversos ejidos o comunidades.2

Si bien un documento de naturaleza administrativa es-
tablecía desde entonces que un comunero o un pose-
sionario pudieran formular su lista de sucesores, en la
actualidad aún no se encuentra previsto por la legisla-
ción agraria y por ende no se ha elevado a rango de ley.

Lo anterior genera constantes confusiones para un al-
to porcentaje de los sujetos agrarios, pues ante las ano-

mias legales y ante la imposibilidad de depositar lista
de sucesores en el Registro Agrario Nacional o forma-
lizarla ante fedatario público, una vez que los comu-
neros o posesionarios titulares del derecho de uso so-
bre las parcelas fallecen, es cuando los sucesores
acuden ante los Tribunales Agrarios para iniciar un jui-
cio sucesorio intestamentario agrario, como prevén los
artículos 163 de la Ley Agraria y 18, fracción VII, de
la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios.

Estos juicios además de ser muy extensos en sus pla-
zos, son costosos para los promoventes, pues mínima-
mente les genera gastos de transporte de su hogar has-
ta la sede del tribunal para acudir a las diligencias –esto
en el supuesto de que cuenten con la asesoría y repre-
sentación de un abogado de la Procuraduría Agraria-
porque de no ser así entonces los gastos son aún mayo-
res al contratar los servicios de un abogado particular.

El resultado por antonomasia de las sentencias emiti-
das por los órganos jurisdiccionales agrarios es: no
procede la sucesión, toda vez que los promoventes ca-
recen de legitimidad para promover dicho juicio, pues
el de cujus no tenía la calidad de ejidatario.

El Comunicado número 36 de fecha nueve de noviem-
bre del año dos mil dieciséis, emitido por el Registro
Agrario Nacional, señala lo siguiente con respecto a la
lista de sucesores:

Se trata de un trámite gratuito que puede realizarse en
los Centros de Atención de las delegaciones del RAN o
durante la Jornadas Itinerantes –visitas periódicas a los
núcleos agrarios–, a fin de brindar seguridad jurídi-
ca sobre la tenencia de la tierra y, al mismo tiempo,
evitar conflictos familiares y gastos onerosos.3

Es sorprendente que el Registro Agrario Nacional en
su carácter de autoridad administrativa sea quien tome
la iniciativa para brindar certeza jurídica a los sujetos
agrarios –incluyendo a los comuneros- y no sea el
Congreso de la Unión quien accione la praxis legisla-
tiva en la materia para regular esta situación.

En el mismo comunicado se enfatiza el siguiente dato
estadístico:

Sirva como ejemplo, que el 30 por ciento de los juicios
que se realizan en los tribunales unitarios agrarios de
país, se deben a la falta de designación de sucesores.4
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Este tipo de datos deben ser un referente a tomar por
parte de los legisladores, pues el hecho de que no exis-
tan sucesores se debe en primer término a la ausencia
de cultura en materia de sucesión y testamento, y en
segundo término a que no todos los sujetos agrarios
son ejidatarios, por ende se encuentran ante un vacío
legal que no les permite formular lista de sucesión,
puesto que de acuerdo a las resoluciones de los Tribu-
nales Agrarios no opera el principio general del dere-
cho que dicta: “Lo que no está prohibido, está permi-
tido”.

El artículo 39 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece: “La soberanía na-
cional reside esencial y originalmente en el pueblo.
Todo poder público dimana del pueblo y se institu-
ye para beneficio de éste. El pueblo tiene en todo
tiempo el inalienable derecho de alterar o modificar la
forma de su gobierno”.

En concordancia con el contenido del precepto consti-
tucional, los legisladores federales nos debemos al
pueblo, y los posesionarios son parte de él, así como
pieza fundamental del crecimiento y desarrollo del
campo mexicano.

Luego entonces, justo es que su Congreso les otorgue
seguridad jurídica al momento de la sucesión, brin-
dándoles el acceso legal para que al igual que los eji-
datarios pueda formular y depositar su lista de suceso-
res en el Registro Agrario Nacional o formalizarla ante
fedatario público, esto siempre y cuando se encuentren
reconocidos por la asamblea ejidal o el tribunal agra-
rio competente.

El siguiente texto apoya la motivación que antecede:

“[…] debió haberse incluido en el texto de nuestra
ley fundamental y en su legislación secundaria la
pertinente regulación de una institución del derecho
agrario que ha subsistido en la historia de la clase
campesina, desde su existencia, que son los pose-
sionarios en materia agraria”.5

Es cierto que la Ley Agraria dispone en el artículo 2
que lo no previsto en dicho cuerpo normativo, se apli-
cará supletoriamente lo establecido por el Código Ci-
vil Federal y el Código de Comercio, sin embargo, es
claro que aunque el régimen agrario es similar al régi-
men de propiedad privada, no son iguales.

No debe olvidarse que el derecho agrario surge del de-
recho social, protegiendo a los sujetos más vulnera-
bles, no así el derecho privado, pues éste se encarga de
regular las relaciones entre particulares, esto conlleva
a que no tiene el mismo tratamiento la sucesión en am-
bas materias, porque en lo agrario es una lista de suce-
sión ante una autoridad administrativa que es el RAN
(por costumbre general así aplica) y en lo civil es el
testamento ante notario público.

Entendido esto, es que el poseedor en materia civil tie-
ne el derecho de realizar su testamento, aun teniendo
esa calidad, no así el posesionario en materia agraria
en la lista de sucesores. Tan no son iguales ambos re-
gímenes que por ello existe todavía el ejido.

En tiempos de la Secretaría de la Reforma Agraria se
suscribió un “convenio de colaboración y concerta-
ción, que para operar un programa de formalización
ante notario público de las listas de sucesores de eji-
datarios, comuneros y posesionarios celebran, por una
parte, el Ejecutivo federal por conducto de la Secreta-
ría de la Reforma Agraria y la Procuraduría Agraria,
con la intervención del Registro Agrario Nacional, y
por la otra, la Asociación Nacional del Notariado Me-
xicano, AC,6 el cual demuestra que desde entonces y
ante la ausencia de regulación por parte del Congreso
mexicano, las autoridades administrativas en la mate-
ria como el RAN y la Procuraduría Agraria ya cele-
braban acuerdos con el notariado mexicano para dar
formalidad a la sucesión de los sujetos agrarios –in-
cluyendo a los comuneros y posesionarios-, lo cual
muestra claramente que la figura del ejidatario ha sido
rebasada ante los constantes cambios del campo mexi-
cano.

Por ello la necesidad de que se contemple que los po-
sesionarios reconocidos por la asamblea ejidal o el tri-
bunal agrario competente, tengan certeza jurídica al
momento de la sucesión, brindando el acceso legal en
la Ley Agraria para que puedan formular lista de suce-
sores y depositarla en el Registro Agrario Nacional co-
mo autoridad administrativa agraria competente, o
bien, formalizarla ante fedatario público como actual-
mente lo dispone la legislación en la materia para el
caso de los ejidatarios.

Para ello incorporo en el siguiente cuadro mi propues-
ta de decreto a fin de ser analizada:
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Ley Agraria

En mérito de lo expuesto y fundado someto a conside-
ración de esta soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 17 a 19
de la Ley Agraria

Único. - Se reforman los artículos 17 a 19 de la Ley
Agraria, para quedar como sigue:
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Artículo 17. El ejidatario y el posesionario reconoci-
do por la asamblea ejidal o el tribunal agrario
competente, tienen la facultad de designar a quien de-
ba sucederle en sus derechos sobre la parcela y en los
demás inherentes a su calidad, para lo cual bastará que
el ejidatario o posesionario formule una lista de suce-
sión en la que consten los nombres de las personas y el
orden de preferencia conforme al cual deba hacerse la
adjudicación de derechos a su fallecimiento. Para ello
podrá designar al cónyuge, a la concubina o concubi-
nario en su caso, a uno de los hijos, a uno de los as-
cendientes o a cualquier otra persona.

La lista de sucesión deberá ser depositada en el Regis-
tro Agrario Nacional o formalizada ante fedatario pú-
blico. Con las mismas formalidades podrá ser modifi-
cada por el propio ejidatario o posesionario, en cuyo
caso será válida la de fecha posterior.

Artículo 18. Cuando el ejidatario o posesionario no
haya hecho designación de sucesores, o cuando ningu-
no de los señalados en la lista de herederos pueda he-
redar por imposibilidad material o legal, los derechos
agrarios se transmitirán de acuerdo con el siguiente or-
den de preferencia:

I. Al cónyuge;

II. A la concubina o concubinario;

III. A uno de los hijos del ejidatario o posesiona-
rio;

IV. A uno de sus ascendientes; y

V. A cualquier otra persona de las que dependan
económicamente de él.

En los casos a que se refieren las fracciones III, IV y
V, si al fallecimiento del ejidatario o posesionario re-
sultan dos o más personas con derecho a heredar, los
herederos gozarán de tres meses a partir de la muerte
del ejidatario o posesionario para decidir quién, de en-
tre ellos, conservará los derechos ejidales. En caso de
que no se pusieran de acuerdo, el Tribunal Agrario
proveerá la venta de dichos derechos ejidales en su-
basta pública y repartirá el producto, por partes igua-
les, entre las personas con derecho a heredar. En caso
de igualdad de posturas en la subasta tendrá preferen-
cia cualquiera de los herederos.

Artículo 19. Cuando no existan sucesores, el tribunal
agrario proveerá lo necesario para que se vendan los
derechos correspondientes al mejor postor, de entre los
ejidatarios, posesionarios y avecindados del núcleo de
población de que se trate. El importe de la venta co-
rresponderá al núcleo de población ejidal.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigencia el día
siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial
de la Federación.

Notas

1 Estudios jurídicos de propuesta legislativa. Julio César Pastor

Herrera.

2 Registro Agrario Nacional. Circular número DGRAJ/1.3.1.1/1,

en línea. Fecha de consulta: 26 de mayo de 2021. Recuperado de

http://www.ran.gob.mx/ran/dgaj/Normateca/Documentos/Circula-

res/Anteriores/Derechos%20individuales/Transmision%20de%20

derechos%20por%20sucesion/Circular%20DGRAJ-1.3.1.1-1.pdf

3 Registro Agrario Nacional. Comunicado número 36, en línea.

Fecha de consulta: 26 de mayo de 2021. Recuperado de

https://www.gob.mx/ran/prensa/deposito-de-lista-de-sucesion-un-

tramite-del-ran-que-brinda-seguridad-juridica-y-evita-conflictos-

familiares-79525#:~:text=Por%20lo%20que%20la%20elabora-

ci%C3%B3n,ascendientes%20o%20cualquier%20otra%20person

a

4 Ídem.

5 Ciencia UAT, “El derecho a heredar de los posesionarios”, en lí-

nea. Fecha de consulta: 2 de junio de 2021. Recuperado de

https://www.redalyc.org/pdf/4419/441942926008.pdf

6 Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurí-

dicas de la UNAM. Convenio de colaboración y concertación, que

para operar un programa de formalización ante notario público de

las listas de sucesores de ejidatarios, comuneros y posesionarios

celebran, por una parte, el Ejecutivo federal por conducto de la Se-

cretaría de la Reforma Agraria y la Procuraduría Agraria, con la in-

tervención del Registro Agrario Nacional, y por la otra, la Asocia-

ción Nacional del Notariado Mexicano, AC, en línea. Fecha de

consulta: 9 de junio de 2021. Recuperado de https://revistas-cola-

b o r a c i o n . j u r i d i c a s . u n a m . m x / i n d e x . p h p / d e r e c h o -

notarial/article/download/6874/6177
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de diciembre de 2024.

Diputado Arturo Roberto Hernández Tapia (rúbrica)

QUE REFORMA LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 10 DEL

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN MATERIA DE FE-
DERALISMO Y JUSTICIA FISCAL, A CARGO DE LA DIPUTADA

GLORIA SÁNCHEZ LÓPEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE MORENA

La suscrita, Gloria Sánchez López, integrante de la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración del pleno la siguiente iniciati-
va con proyecto de decreto, por el que se reforma la
fracción II del artículo 10 del Código Fiscal de la Fe-
deración, para que las personas morales estén obliga-
das a señalar su domicilio fiscal donde realizan más de
50 por ciento de sus actividades económicas y donde
están instalados más de 50 por ciento de sus activos fi-
jos.

I. Planteamiento del problema que la iniciativa pre-
tende resolver

El artículo 10, fracción II del Código Fiscal de la Fe-
deración establece que las personas morales pueden
designar como su domicilio fiscal el lugar en donde se
encuentren sus oficinas principales o desde donde ad-
ministren sus operaciones. Esta disposición ha permi-
tido que muchas grandes empresas, aun cuando reali-
zan la mayor parte de sus operaciones económicas en
una entidad federativa distinta, establezcan su domici-
lio fiscal en la Ciudad de México, donde generalmen-
te se ubican sus oficinas corporativas.

Este fenómeno genera desigualdades fiscales impor-
tantes, pues las entidades donde se desarrollan las ac-
tividades económicas de estas empresas no reciben los
ingresos tributarios proporcionales al impacto econó-
mico, social y ambiental que dichas actividades gene-
ran en su territorio. Un caso representativo es el de las
29 empresas eólicas instaladas en el istmo de Tehuan-
tepec, Oaxaca, que producen electricidad en esa re-
gión, pero tienen su domicilio fiscal en Ciudad de Mé-
xico.

El resultado de esta situación es que Oaxaca y otras
entidades enfrentan una recaudación fiscal significati-
vamente inferior a la que deberían percibir, lo que re-
duce su capacidad de acceder a mayores participacio-
nes federales. Esto afecta la provisión de servicios
básicos, infraestructura y programas sociales que po-
drían compensar los costos derivados de las activida-
des económicas de las empresas.

II. Problemática desde la perspectiva de género

La falta de ingresos fiscales en entidades como Oaxa-
ca afecta desproporcionadamente a las mujeres, quie-
nes suelen enfrentar mayores barreras económicas y
sociales. Los recursos públicos que podrían destinarse
a programas de desarrollo social, infraestructura y ac-
ceso a servicios básicos no llegan a las comunidades
donde las empresas generan riqueza. Esto perpetúa
condiciones de desigualdad de género, ya que las mu-
jeres indígenas y rurales de Oaxaca, por ejemplo, de-
penden más de las inversiones y programas públicos
para superar las barreras estructurales que enfrentan en
términos de salud, educación y oportunidades labora-
les.

Una recaudación fiscal justa en las entidades donde se
realizan las actividades económicas permitiría implan-
tar políticas públicas que favorezcan la equidad de gé-
nero, especialmente en sectores afectados por los im-
pactos ambientales y sociales de las empresas.

III. Argumentos que sustentan la iniciativa

• Justicia fiscal: Obligar a las personas morales a
establecer su domicilio fiscal en la entidad federati-
va donde realizan la mayor parte de sus actividades
y tienen sus activos fijos promueve una distribución
más equitativa de la carga y los beneficios fiscales.
Esto asegura que las entidades que enfrentan los
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costos asociados con las operaciones empresariales
reciban una compensación adecuada en forma de
ingresos fiscales.

• Impacto económico local: Al establecer el domi-
cilio fiscal en la entidad donde operan, se incre-
mentarán las participaciones federales asignadas a
estas regiones, fortaleciendo sus finanzas públicas y
permitiendo mayores inversiones en infraestructu-
ra, servicios y desarrollo económico local.

• Sostenibilidad y responsabilidad corporativa:
Las empresas deben asumir una corresponsabilidad
con las comunidades donde operan, pagando im-
puestos en esas regiones como un reconocimiento
de los impactos ambientales, sociales y económicos
que generan.

• Descentralización fiscal: Esta medida contribui-
ría a mitigar la concentración fiscal en la Ciudad de
México, promoviendo una distribución más equita-
tiva de los ingresos fiscales entre las entidades fe-
derativas y reduciendo las brechas entre regiones.

Reformar la fracción II del artículo 10 del Código Fis-
cal de la Federación para obligar a las personas mora-
les a establecer su domicilio fiscal en la entidad donde
realizan la mayor parte de sus operaciones y tienen
instalados sus activos representa una medida de justi-
cia fiscal y social. Esta reforma no solo contribuirá a
fortalecer las finanzas públicas locales, sino que tam-
bién permitirá implementar políticas que promuevan
la equidad, el desarrollo sostenible y la corresponsabi-
lidad entre las empresas y las comunidades donde ope-
ran.

IV. Fundamento legal

La reforma propuesta se fundamenta en los principios
constitucionales de equidad y proporcionalidad tribu-
taria establecidos en los artículos 31, fracción IV, y 73,
fracción XXIX, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Asimismo, la Ley de Coordinación Fiscal establece en
su artículo 2 el principio de federalismo fiscal, que
busca garantizar una distribución equitativa de los re-
cursos tributarios entre la federación, los estados y los
municipios. La propuesta también encuentra sustento
en los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Na-

ciones Unidas, particularmente en el objetivo 16, que
aboga por instituciones eficaces, responsables e inclu-
yentes a todos los niveles.

Finalmente, la propuesta considera los principios de
justicia social y desarrollo económico sostenido en la
Plataforma Electoral de la Coalición Sigamos Hacien-
do Historia que llevó al triunfo a la Presidenta Claudia
Sheinbaum, los cuales priorizan la reducción de des-
igualdades como elementos clave para el bienestar de
las comunidades.

Denominación del proyecto de ley o decreto

Decreto por el que se reforma la fracción II del artícu-
lo 10 del Código Fiscal de la Federación

Ordenamiento por modificar

Código Fiscal de la Federación

Texto normativo propuesto

Para mejor referencia de las reformas propuestas, se
adjunta el siguiente cuadro comparativo:

Por las razones expuestas, someto a consideración del
honorable pleno, el siguiente
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Decreto por el que se reforma la fracción II del ar-
tículo 10 del Código Fiscal de la Federación

Único. Se reforma la fracción II del artículo 10 del Có-
digo Fiscal de la Federación, para quedar como sigue:

Artículo 10. Se considera domicilio fiscal

I. Tratándose de personas físicas:

a) Cuando realizan actividades empresariales, el
local en que se encuentre el principal asiento de
sus negocios.

b) Cuando no realicen las actividades señaladas
en el inciso anterior, el local que utilicen para el
desempeño de sus actividades.

c) Únicamente en los casos en que la persona fí-
sica, que realice actividades señaladas en los in-
cisos anteriores no cuente con un local, su casa
habitación. Para estos efectos, las autoridades
fiscales harán del conocimiento del contribuyen-
te en su casa habitación, que cuenta con un pla-
zo de cinco días para acreditar que su domicilio
corresponde a uno de los supuestos previstos en
los incisos a) o b) de esta fracción.

Siempre que los contribuyentes no hayan mani-
festado alguno de los domicilios citados en los
incisos anteriores o no hayan sido localizados en
los mismos, se considerará como domicilio el
que hayan manifestado a las entidades financie-
ras o a las sociedades cooperativas de ahorro y
préstamo, cuando sean usuarios de los servicios
que presten éstas.

II. En el caso de personas morales:

a) El local en que se encuentre el principal
asiento de sus negocios.

b) En el caso de varios establecimientos, el lo-
cal en donde se concentre la mayor cantidad
de sus actividades económicas o en donde se
estén instalados la mayor cantidad de sus ac-
tivos fijos. 

Cuando los contribuyentes no hayan designado un do-
micilio fiscal estando obligados a ello, o hubieran de-

signado como domicilio fiscal un lugar distinto al que
les corresponda de acuerdo con lo dispuesto en este
mismo precepto o cuando hayan manifestado un do-
micilio ficticio, las autoridades fiscales podrán practi-
car diligencias en cualquier lugar en el que realicen
sus actividades o en el lugar que conforme a este artí-
culo se considere su domicilio, indistintamente.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se
opongan al presente decreto.

Tercero. Las personas morales tendrán un plazo de 90
días naturales para actualizar sus domicilios fiscales
de conformidad con las disposiciones de este decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de diciembre de 2024.

Diputada Gloria Sánchez López (rúbrica)

QUE REFORMA EL PÁRRAFO DECIMOPRIMERO DEL ARTÍ-
CULO 3O. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTA-
DOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA MÓ-
NICA FERNÁNDEZ CÉSAR, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE MORENA

La que suscribe, Mónica Fernández César, integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto
de decreto que reforma el párrafo decimoprimero
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del artículo 3o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en materia de educa-
ción sexual y reproductiva integral, al tenor de la si-
guiente:

Exposición de Motivos

El embarazo adolescente en México representa una
problemática pública, la cual es urgente de resolver.
Este fenómeno tiene repercusiones de largo alcance en
la vida de las y los adolescentes, en las familias, y en
la sociedad en general. Esta problemática está asocia-
da a diferentes factores, en los cuales, se encuentran
los culturales, económicos, académicos, sociales, falta
de acceso a servicios de salud, entre otros. 

De acuerdo con el Instituto Nacional de las Mujeres,
México ocupa el primer lugar en el tema entre los pa-
íses que integran la Organización para la Cooperación
y el Desarrollo Económico (OCDE), pues cuenta con
una tasa de fecundidad de 77 nacimientos por cada mil
adolescentes de entre los 15 a los 19 años.

Por el lado de la salud, el embarazo en adolescentes
tiene mayor probabilidad de sufrir complicaciones y
poner en riesgo la vida tanto de la madre como del be-
bé, pues de acuerdo con datos de la Organización
Mundial de la Salud, las menores, tienen un mayor
riesgo de eclampsia, endometritis puerperal e infeccio-
nes sistémicas, en comparación de las mujeres de 20 a
24 años. Por otro lado, los bebés de madres adoles-
centes tienen un mayor riesgo de padecer bajo peso al
nacer, nacimiento prematuro y afección neonatal gra-
ve.

En la cuestión socioeconómica, el embarazo en ado-
lescentes puede afectar los ingresos presentes y futu-
ros de las familias, lo cual, limita las oportunidades
para una movilidad social. En el mismo sentido, se
merma el acceso a las oportunidades laborales, ori-
llando a empleos precarios.

Por otro lado, tiene un impacto generacional, pues las
hijas e hijos de madres adolescentes enfrentan mayo-
res probabilidades de experimentar problemas de sa-
lud, dificultades académicas y situaciones de pobreza.
Esto crea un ciclo de marginación que es difícil de
romper sin una intervención eficaz desde la educación
y la salud pública.

Por ello, es necesario la implementación de políticas
públicas preventivas que sean permanentes como la
educación sexual integral, la cual, de acuerdo con la
Organización Mundial de la Salud, es adecuado reci-
birla desde los cinco años de edad, donde suele iniciar
la educación formal. 

Una educación sexual que se enfoque solo en aspectos
biológicos y anatómicos deja de lado factores emocio-
nales y sociales clave, que muchas veces son determi-
nantes en la prevención del embarazo adolescente. La
inclusión de especialistas permitiría abordar temas de
autoestima, asertividad y manejo de relaciones, aspec-
tos que influyen directamente en la capacidad de las
adolescentes para tomar decisiones saludables y segu-
ras.

Es imperante que dicha educación esté basada en un
enfoque científico, profesional, formativo, empática y
enfocada en la prevención. De este modo, se busca de-
fender el derecho de las niñas y adolescentes a una vi-
da libre de riesgos y mayores oportunidades para al-
canzar un mejor futuro, tal y como se marca en
tratados internacionales como el de la Convención
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradi-
car la Violencia contra la Mujer o Convención de
Belém do Pará, de la cual México forma parte.

En este sentido, dicha educación debe incorporar el
enfoque de derechos humanos y la perspectiva de gé-
nero, e implementar la igualdad sustantiva, para ga-
rantizar que la educación integral en sexualidad sea
respetuosa de la identidad, autonomía y dignidad de
cada niña, niña y adolescentes. Esto permitiría comba-
tir estigmas y prejuicios de género que a menudo son
factores subyacentes en el problema del embarazo en
dicho grupo etario.

La intervención de especialistas en la materia coadyu-
vará de manera favorable a la prevención del embara-
zo en adolescentes, así como mejorar su salud mental y
emocional ya que este grupo etario se enfrentan a pre-
siones sociales y familiares que influyen en sus deci-
siones. La educación integral en sexualidad permitirá
que las adolescentes cuenten con un espacio seguro pa-
ra expresar sus dudas, inquietudes y recibir orientación
adecuada, promoviendo su bienestar y autoestima.

Es momento de tomar acciones efectivas, para que
nuestras adolescentes reciban la educación y el acom-
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pañamiento que merecen, contribuyendo a un México
más justo, equitativo y libre de violencia. Con estas
acciones se reafirmará el compromiso con el desarro-
llo de las y los jóvenes de nuestro país, garantizando
una educación que formativa, preventiva y transfor-
madora.

Por lo expuesto, y con objeto de mostrar de manera
más clara las modificaciones que se pretende llevar a
cabo en el décimo primer párrafo del artículo 3o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, se presenta el siguiente cuadro:

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a
consideración de la Cámara de Diputados la siguiente
iniciativa con proyecto de: 

Decreto

Único. se reforma el párrafo decimoprimero del artí-
culo 3o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 3o. …

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Los planes y programas de estudio tendrán perspecti-
va de género y una orientación integral, por lo que se
incluirá el conocimiento de las ciencias y humanida-
des: la enseñanza de las matemáticas, la lectoescritura,
la literacidad, la historia, la geografía, el civismo, la fi-
losofía, la tecnología, la innovación, las lenguas indí-
genas de nuestro país, las lenguas extranjeras, la edu-
cación física, el deporte, las artes, en especial la
música, la promoción de estilos de vida saludables; la
educación sexual integral orientada, principalmen-
te, a la prevención del embarazo en adolescentes, la
cual, deberá ser impartida por expertos en la mate-
ria; y el cuidado al medio ambiente, entre otras.

I. a X….

Transitorios 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión tendrá 120 días pa-
ra modificar el marco jurídico aplicable a la presente
modificación. 

Bibliografía

Instituto Nacional de las Mujeres. (22 de Diciembre de 2021). Es-

trategia Nacional para la Prevención del Embarazo en Adolescen-

tes. Obtenido de https://www.gob.mx/inmujeres/acciones-y-pro-

gramas/estrategia-nacional-para-la-prevencion-del-embarazo-en-a

dolescentes-33454#:~:text=El%20embarazo%20en%20adoles-

centes%20es,de%2015%20a%2019%20a%C3%B1os

Martes 10 de diciembre de 2024 Gaceta Parlamentaria35



Organización Mundial de la Salud. (18 de Mayo de 2023). Educa-

ción sexual integral. Obtenido de https://www.who.int/es/news-ro-

om/questions-and-answers/item/comprehensive-sexuality-educa-

tion#:~:text=La%20educaci%C3%B3n%20sexual%20dota%20a,l

os%20derechos%20de%20los%20dem%C3%A1s

Organización Mundial de la Salud. (10 de abril de 2024). Embara-

zo en la adolescencia. Obtenido de https://www.who.int/es/news-

r o o m / f a c t - s h e e t s / d e t a i l / a d o l e s c e n t -

pregnancy#:~:text=Las%20madres%20adolescentes%20(de%201

0,prematuro%20y%20afecci%C3%B3n%20neonatal%20grave

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de diciembre de 2024.

Diputada Mónica Fernández César (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 343 QUINQUIES AL CÓDIGO

PENAL FEDERAL, PARA INCORPORAR EL DELITO DE MAL-
TRATO A NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, SUSCRITA POR

LOS DIPUTADOS MILDRED CONCEPCIÓN ÁVILA VERA,
ADASA SARAY VÁZQUEZ Y LUIS HUMBERTO ALDANA

NAVARRO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Los que suscriben, las diputadas Mildred Concepción
A?vila Vera y Adasa Saray Vázquez y el diputado
Luis Humberto Aldana Navarro, integrantes del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, y 73, fracción XXX, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1,
fracción I, y 77, numeral 1, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a consideración del pleno
de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de decreto por la que se adiciona el artículo 343
Quinquies al Código Penal Federal, para incorpo-
rar el delito de maltrato a niñas, niños y adolescen-
tes, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Según Inegi, en México residen poco más de 38.2 mi-
llones de niñas, niños y adolescentes. En términos re-
lativos, la cifra representa 30.4 por ciento de la pobla-
ción total y de acuerdo con el Fondo de las Naciones
Unidas para la Infancia (Unicef), el 63 por ciento de
los menores de 14 años sufre agresiones físicas y psi-
cológicas como parte de su formación. Es decir, que la
educación con violencia sigue siendo una práctica co-
tidiana en nuestro país.

A la larga, el maltrato a nuestra infancia y adolescen-
cia genera altos costos en sus vidas, expresado en ba-
jo rendimiento escolar, en consecuencia acceso a em-
pleos precarios y pobreza, a lo que se suma que el
crimen organizado se convierte en un potente genera-
dor de empleo para esta población.

Muchas personas cuidadoras, padres, madres, maes-
tros y maestras ejercen castigo corporal y humillante,
además de métodos de disciplina violenta, en lugar de
aplicar métodos sanos de crianza positiva tomando en
cuenta su desarrollo humano y su opinión en las deci-
siones que les afecten.

Según la Organización Mundial de la Salud (OMS), el
maltrato infantil se define como los abusos y la des-
atención de que son objeto las y los menores de 18
años, e incluye todos los tipos de maltrato físico o psi-
cológico, abuso sexual, desatención, negligencia y ex-
plotación comercial o de otro tipo que causen o pue-
dan causar un daño a la salud, desarrollo o dignidad
del niño, o poner en peligro su supervivencia, en el
contexto de una relación de responsabilidad, confian-
za o poder.

Según datos de la Encuesta Nacional sobre la Dinámi-
ca de las Relaciones en los Hogares (Endireh) 2016,
entre las adolescentes de 15 a 18 años:

-26.1 por ciento declaró haber sufrido violencia du-
rante la niñez, especialmente la violencia física.

-Respecto al abuso sexual durante la infancia: a 3.4
por ciento le tocaron sus partes íntimas o la obliga-
ron a tocar las partes íntimas de otra persona sin su
consentimiento; a 1.9 por ciento intentaron forzarla
a tener relaciones sexuales y 1.8 por ciento fue obli-
gada a tenerlas.
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Con esta iniciativa se pretende reducir esta problemá-
tica, proteger a los niños, niñas y adolescentes y ga-
rantizar un futuro libre de violencias; es por lo anterior
que se adiciona el artículo 343 Quinquies en el Códi-
go Penal Federal para incorporar el delito de maltrato
a niñas, niños y adolescentes, al tenor del siguiente
cuadro comparativo:

Por lo anteriormente expuesto, someto a la considera-
ción de este pleno deliberativo, la presente propuesta
al tenor del siguiente proyecto de decreto:

Decreto

Único. Se adiciona el artículo 343 Quinquies al Códi-
go Penal Federal, para incorporar el delito de maltrato
a niñas, niños y adolescentes, para quedar como sigue.

Artículo 343 Quinquies. Comete el delito de mal-
trato a niñas, niños y adolescentes, quien lleve a ca-
bo cualquier castigo corporal, cruel o degradante,
así como toda acción, omisión o trato negligente a
una persona menor de edad.

A quien cometa el delito de maltrato a niñas, niños
y adolescentes se le impondrá una pena de cuatro a
ocho años de prisión. Asimismo, se le sujetará a tra-
tamiento psicológico especializado.

Cuando las conductas descritas en el presente artí-
culo se cometan en contra de una persona con dis-
capacidad, la pena se aumentará hasta en una mi-
tad, en su mínimo y en su máximo

El Ministerio Público, tomando en cuenta el interés
superior de la niñez, acordará las medidas preven-
tivas necesarias para interrumpir cualquier forma
de violencia y salvaguardar la integridad física o
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psíquica del niño, niña o adolescente, de no hacer-
lo, estarán sujetos a las sanciones derivadas del
ejercicio ilícito del servicio público y abuso de au-
toridad. 

El delito previsto en este artículo se perseguirá por
oficio.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de diciembre del 2024.

Diputadas Mildred Concepción Ávila Vera y Adasa Saray Vázquez

y diputado Luis Humberto Aldana Navarro (rúbricas)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 114 Y 115 DE

LA LEY GENERAL DE SALUD, A CARGO DEL DIPUTADO

JUAN CARLOS VARELA DOMÍNGUEZ, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA

El que suscribe, diputado federal Juan Carlos Varela
Domínguez, de la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, y 77, ambos
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a
su consideración la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforman y adicionan los
artículos 114 y 115 de la Ley General de Salud; ba-
jo la siguiente:

Exposición de Motivos

Cada vez son más numerosos los estudios que relacio-
nan el consumo de alimentos ultraprocesados con la
prevalencia de la obesidad. Esta clase de alimentos se
caracteriza porque aportan gran cantidad de azúcares
libres y grasas saturadas, lo que contribuye a aumentar
la ingesta energética. En las últimas décadas, el con-
sumo de estos alimentos ha aumentado hasta el punto
de convertirse en una importante fuente de energía
diaria en algunas poblaciones. De esta manera se des-
plazan los alimentos ricos en fibra, hidratos de carbo-
no complejos y grasas beneficiosas para la salud que
pertenecen a los patrones de alimentación saludables.

La lucha contra las enfermedades no transmisibles es
una de las principales preocupaciones de la salud pú-
blica en la actualidad, y el creciente consumo de ali-
mentos ultraprocesados representa una nueva línea de
batalla.

Algunos alimentos se someten a procesos industriales
que son necesarios para que el producto final sea se-
guro o se conserve durante más tiempo. Sin embargo,
los denominados alimentos ultraprocesados son aque-
llos que, tras este proceso, han adquirido ciertas carac-
terísticas que permiten que se consuman sin apenas
preparación. Pasan a ser productos atractivos y, en
ocasiones, más baratos que el alimento original.

Aunque el término “ultraprocesado” aparece en la lite-
ratura científica en 2009 (Monteiro y cols., 2009), en
la actualidad, el concepto de alimento ultraprocesado
no está definido de manera unívoca y universal. La de-
finición más utilizada es la propuesta por el equipo de
Monteiro (2016) y es la siguiente: “Los alimentos ul-
traprocesados son formulaciones de varios ingre-
dientes que, además de sal, azúcar, aceites y grasas,
incluyen sustancias alimenticias no utilizadas en las
preparaciones culinarias, en particular, saborizan-
tes, colorantes, edulcorantes, emulgentes y otros
aditivos utilizados para imitar las cualidades senso-
riales de los alimentos no procesados o mínima-
mente procesados y de sus preparaciones culina-
rias, o para enmascarar cualidades indeseables del
producto final”.

Se trata de alimentos de alta densidad energética y ba-
ja calidad nutricional que mantienen pocas o ninguna
de sus características iniciales. Son, por tanto, muy pa-
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latables y fáciles de ingerir, pues pueden consumirse
en el momento de su adquisición o con muy poca pre-
paración.

Ejemplos de estos alimentos son: cereales de desayu-
no, zumos de frutas envasados, yogures de sabores, so-
pas enlatadas o deshidratadas, sopas y fideos empa-
quetados “instantáneos”, margarinas, mezclas para
pasteles, patatas fritas, otros snacks, bebidas gaseosas
y otros tipos de bebidas envasadas, galletas, carame-
los, mermeladas, salsas, helados, chocolates, fórmulas
infantiles, leches y otros productos para niños peque-
ños y para bebés, barras de “energía”, muchos tipos de
panes, postres, pasteles, productos “listos para calen-
tar” y productos cárnicos reconstituidos como salchi-
chas y nuggets.

El ritmo de vida actual ha modificado notablemente el
patrón de consumo de alimentos en las distintas socie-
dades. Desde la década de los 80 han aumentado la
producción, el marketing y el acceso a las bebidas y
alimentos ultraprocesados. Actualmente, esta clase de
alimentos (la mayoría ricos en grasas saturadas y azú-
cares) representa la mayor fuente de ingesta energéti-
ca en ciertos países, y este patrón de consumo va uni-
do a un aumento de las tasas de obesidad,
favoreciendo la existencia de entornos obesogénicos.

Las dietas con alta proporción de alimentos ultrapro-
cesados tienden a ser de baja calidad nutricional, y ca-
da vez hay más evidencia científica de que afectan a la
salud.

En 2010, Monteiro y cols. propusieron un sistema de
clasificación de alimentos en tres niveles, basado en
el grado y propósito del procesamiento industrial.
El grupo 1 englobaba alimentos sin procesar o míni-
mamente procesados: carne y leche frescas, granos, le-
gumbres, frutos secos, frutas, vegetales, raíces, tubér-
culos… También entran en este grupo los alimentos a
los que se ha sometido a la eliminación de partes no
comestibles, rallado, exprimido, enfriamiento, conge-
lación y otros procesos que no modifican demasiado el
alimento.

Pertenecen a este grupo el té, el café, las infusiones, el
agua corriente y el agua embotellada. 

El grupo 2 comprende sustancias extraídas de los ali-
mentos del grupo 1 mediante procesos como molien-

da, hidrogenación, hidrólisis o uso de enzimas. No se
consumen solos, sino que se usan para cocinar o des-
arrollar alimentos ultraprocesados. Se incluyen en es-
te grupo almidones, harinas, aceites, grasas, sal, azú-
car, edulcorantes, proteínas de la leche y de soja,
etcéteraétera.

Por último, el grupo 3 recoge alimentos ultraprocesa-
dos que se presentan listos para comer o que solo ne-
cesitan calentarse previamente, lo que los hace accesi-
bles, atractivos y duraderos. Este grupo incluye
salazones, dulces, curados, encurtidos, enlatados, ahu-
mados y productos listos para freír. Habitualmente
contienen aditivos y se presentan en envases sofistica-
dos.

En 2017 propusieron una nueva clasificación para un
mejor entendimiento de la conexión entre la dieta y la
salud pública. Se trata de la clasificación NOVA, que
tiene en cuenta los procesos físicos, biológicos y quí-
micos a los que se somete el alimento antes de ser con-
sumido. Esta clasificación desarrollada en Brasil pre-
senta 4 grupos y se usa en la actualidad a nivel
internacional.

El grupo 1 es el que engloba los alimentos no proce-
sados (semillas, frutas, partes comestibles de plantas y
animales, huevos, leche, hongos, algas, agua) o míni-
mamente procesados, que son alimentos naturales a
los que se les eliminan partes no comestibles o se so-
mete a procesos de secado, aplastamiento, molienda,
fraccionamiento, filtración, tostado, ebullición, fer-
mentación no alcohólica, pasteurización, refrigera-
ción, enfriamiento, congelación o empaquetado. Estos
procesos se realizan para alargar la vida útil de estos
alimentos y hacerlos aptos para el consumo humano.

El grupo 2 es el que incluye ingredientes culinarios
procesados y derivados del primer grupo. Se utilizan
para acompañar alimentos del grupo 1. Entrarían en
este grupo los aceites, la mantequilla, el azúcar y la
sal.

El grupo 3 incluye comidas procesadas. Se trata de ali-
mentos del grupo 1 modificados con la intención de
acompañar a otros alimentos. Algunos ejemplos son el
pan, el queso o las verduras en conserva.

Por último, el grupo 4 es el de las comidas ultraproce-
sadas, que suelen incluir en su composición azúcares,
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grasas, aceites, sal y aditivos que proceden de otros
alimentos, como maltodextrinas, proteínas de soja,
lactosa, caseína, suero y gluten. Los alimentos ultra-
procesados contienen también otros aditivos: sabori-
zantes, colorantes, edulcorantes, emulsificantes, hu-
mectantes, agentes antiapelmazantes,
endurecedores… Además, los productos resultantes
suelen ir envasados de manera atractiva. Algunos
ejemplos son: helados, chocolates, caramelos, ciertos
panes, galletas, tartas, barritas “energéticas”, margari-
nas, yogures de “fruta”, pizzas, hamburguesas, perri-
tos calientes, noodles, nuggets, postres industriales, et-
céteraétera.

La heterogeneidad del uso de sistemas de clasificación
condiciona las comparaciones entre estudios que rela-
cionan el consumo de ultraprocesados con el desarro-
llo de enfermedades no transmisibles y dificulta el es-
tudio en este terreno.

Desde que en 2009 aparece el término “ultraproce-
sado” no ha cesado de crecer la evidencia científica
que asocia el consumo de estos alimentos con el au-
mento de enfermedades cardiovasculares, dislipi-
demia, hipertensión, obesidad, síndrome metabóli-
co, enfermedades respiratorias, cáncer, etcétera.

Se sabe que el patrón dietético global tiene más efecto
sobre la salud que el consumo puntual de alimentos. El
consumo de alimentos ultraprocesados suele ir unido a
un estilo de vida sedentario en el que se tiende a consu-
mir estos alimentos de manera continua e inconsciente.

La ingesta de sodio se asocia con la prevalencia de la
hipertensión arterial y los eventos cardiovasculares.
La principal fuente de sodio de una dieta basada en ul-
traprocesados es la sal, que se encuentra en estos ali-
mentos en cantidades abundantes. Apunta al mismo
desenlace la ingesta de grasa saturada, pues en los es-
tudios en los que se ha disminuido su ingesta se ha re-
ducido el riesgo de enfermedades cardiovasculares.

Se han realizado estudios cuyos resultados indican que
una alta ingesta de alimentos ultraprocesados induce
disbiosis en la microbiota intestinal, lo que puede lle-
var al desarrollo de enfermedades cardiovasculares,
diabetes tipo 2 e incluso cáncer.

Con respecto a la depresión, un estudio llevado a cabo
con individuos de la cohorte1 del proyecto SUN2 con-

cluye que existe una asociación positiva entre el con-
sumo de ultraprocesados y el riesgo de desarrollar de-
presión. Además, este riesgo resultó ser mayor entre
aquellos sujetos con menor nivel de actividad física.

Cada vez se va sabiendo más sobre las consecuencias
de la ingesta de ultraprocesados de manera continuada.

Además de la comodidad que ofrecen, los alimentos
ultraprocesados se caracterizan también por ser hiper-
palatables. Este término hace referencia a la anulación
de los mecanismos de la saciedad que funcionan habi-
tualmente en el cuerpo y el cerebro. Las combinacio-
nes sensoriales de estos alimentos los hacen, por tan-
to, menos saciantes, llevando a un consumo excesivo
de los mismos. Estos alimentos presentan además car-
gas glucémicas y energéticas más altas que los ali-
mentos naturales.

La mercadotecnia tiene también un importante papel
en este patrón de alimentación: cada vez se tiende a
aumentar más el tamaño de la ración y a ofrecerlo a un
precio muy bajo, lo que hace que los alimentos ultra-
procesados sean muy accesibles económicamente. De
hecho, diversos estudios han intentado relacionar la si-
tuación socioeconómica de la población con el consu-
mo de este tipo de alimentos.

Todos estos factores facilitan la ingesta de estos ali-
mentos calóricos de baja calidad nutricional. Un con-
sumo excesivo de dichos productos se traduce en la
acumulación de grandes cantidades de energía en for-
ma de grasa corporal.

Consumiendo casi 215 kilogramos, de comida cha-
tarra, por persona de manera anual, México lleva más
de un lustro siendo el país con el índice de obesidad
y de consumo de ultraprocesados más elevado de to-
do Latinoamérica y el Caribe, lo que nos coloca con
una gran desventaja ante enfermedades y crisis sani-
tarias como la que actualmente estamos viviendo.

En el marco del Día de la Gastronomía Sostenible, Ju-
lieta Ponce Sánchez, directora del Centro de Orienta-
ción Alimentaria (COA Nutrición) e integrante de la
Campaña Sin Maíz No Hay País, comentó que urge
cambio en el modelo alimenticio, ya que durante la
pandemia se pudieron observar que el mayor porcen-
taje de muertes por Covid-19 se relacionan directa-
mente con problemas de obesidad.
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La directora de COA Nutrición, también es integrante
de la Alianza por la Salud Alimentaria, indicó que los
productos chatarra deterioran la microbiota, pro-
vocan obesidad y deficiencias alimentarias, así co-
mo también, condicionan el síndrome metabólico y
tienen sustancias proinflamatorias, por esta razón
la población que ha sufrido hambre tiene mayores
posibilidades de padecer obesidad, por los mecanis-
mos de ahorro del cuerpo y la sobrexposición a pro-
ductos ultraprocesados.

Según Lina Pohl, la representante de la FAO en Méxi-
co, el trabajo que se tiene que hacer en materia de ali-
mentación a nivel mundial es urgente y requiere de
muchos esfuerzos, ya que mientras el hambre y la in-
seguridad alimentaria aumenta, también lo está ha-
ciendo el sobrepeso y la obesidad.

“Por cada persona que sufre hambre en América
Latina, más de seis padecen sobrepeso u obesi-
dad. Necesitamos hacer más accesibles y asequi-
bles los alimentos sanos y nutritivos, incluyendo a
las y los pequeños productores con acceso a merca-
dos directos con consumidores y cambiar nuestros
patrones de consumo.”

Por lo anteriormente expuesto, y para una mejor inter-
pretación de la reforma propuesta se presenta el si-
guiente cuadro comparativo:
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Por lo anteriormente expuesto someto a consideración
de esta honorable asamblea la presente iniciativa con
proyecto de: 

Decreto por el que se reforman y adicionan los ar-
tículos 114 y 115 de la Ley General de Salud

Único. Se reforma el párrafo tercero y se adiciona la
fracción I al artículo 114; se reforman las fracciones X
y XI y se adicionan las fracciones XII y XIII al artícu-
lo 115, ambos de la Ley General de Salud, para quedar
como sigue:

Artículo 114.

…

…

Los programas de nutrición promoverán la alimenta-
ción nutritiva y deberán considerar las necesidades nu-
tricionales de la población. Por lo que, propondrán ac-
ciones para reducir la malnutrición y promover el
consumo de alimentos adecuados a las necesidades

nutricionales de la población; y evitar alimentos ul-
traprocesados y otros elementos que representen un
riesgo potencial para la salud.

I. Se entenderá por alimentos ultraprocesados a los
productos alimenticios elaborados industrialmente
a partir de sustancias derivadas de otros alimentos,
caracterizados por ser altos en calorías, grasas sa-
turadas, azucares y contener aditivos conservantes,
colorantes, edulcorantes, potenciadores de sabor,
ingredientes que han sido sometidos a varios proce-
dimientos previos como la hidrogenación, fritura,
hidrólisis de proteínas y refinación o extrusión de
harinas o cereales y a procesos que induzcan a la
pérdida de calidad y propiedades nutricionales de
los alimentos de base, considerándose productos
perjudiciales para la salud.

Artículo 115.

La Secretaría de Salud tendrá a su cargo: 

I. a IX. …

X. Difundir en los entornos familiar, escolar, labo-
ral y comunitario la alimentación nutritiva, sufi-
ciente y de calidad;

XI. Expedir, en coordinación con la Secretaría de
Educación Pública, los lineamientos generales para
el expendio y distribución de alimentos y bebidas
preparadas y procesadas en las escuelas del Sistema
Educativo Nacional, a fin de eliminar dentro de es-
tos centros escolares el consumo y expendio de
aquellos que no cumplan con los criterios nutri-
mentales que al efecto determine la Secretaría de
Salud y, en consecuencia, no favorezcan la salud de
los educandos y la pongan en riesgo;

XII. En coordinación con la Secretaría de Eco-
nomía y con las entidades federativas, concienti-
zar a las empresas productoras de alimentos ul-
traprocesados, sobre los daños ocasionados a la
salud y exhortar a la reformulación en la elabo-
ración de los productos ultraprocesados , y

XIII. Generar campañas de concientización so-
bre los riesgos y efectos negativos contra la sa-
lud, ocasionados por la elaboración, distribución
y consumo de productos ultraprocesados.
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Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Una cohorte es un grupo de personas que comparten una expe-

riencia común en un mismo periodo de tiempo.

2 [1] El Proyecto SUN (Seguimiento Universidad de Navarra) na-

ció con esta idea. La mejor fórmula es que cada uno continúe con

sus hábitos de vida con total normalidad, con su menú cotidiano.

Y a través de un cuestionario cada dos años, analicemos las con-

secuencias de sus estilos de vida. A este grupo de personas volun-

tarias, se les llama la cohorte del Proyecto SUN.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de diciembre del 2024.

Diputado Juan Carlos Varela Domínguez (rúbrica)

DE DECRETO POR EL QUE SE DECLARA EL 22 DE MAYO DE

CADA AÑO “DÍA NACIONAL DE LA Y EL CORREDOR RA-
RÁMURI”, A CARGO DE LA DIPUTADA TERESITA DE JESÚS

VARGAS MERAZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MO-
RENA

La suscrita, Teresita de Jesús Vargas Meraz, integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1, fracción I, y 77, ambos del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta honorable asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se decla-
ra el 22 de mayo de cada año como “Día Nacional de
la y el Corredor Rarámuri”, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Los tarahumaras, conocidos como rarámuri, se deno-
minan a sí mismos como “corredores a pie”. Esta de-
nominación proviene de los vocablos “rara” (pie) y
“muri” (correr), que en conjunto significa “corredores
a pie”, aunque también se ha aceptado la definición de
“pies ligeros”.

Contexto Histórico y Cultural

La rapidez y resistencia de los rarámuri son caracterís-
ticas que los distinguen. Son conocidos por su habili-
dad para correr largas distancias, a menudo utilizando
sandalias o incluso descalzos. Habitan en la Sierra Ma-
dre Occidental, principalmente en el estado de Chi-
huahua y partes del suroeste de Durango y Sonora.
Comparten su territorio con los tepehuanes, pimas,
guarojíos y mestizos.

Condiciones Geográficas y de Vivienda

La Sierra Tarahumara se caracteriza por sus elevadas
montañas y profundas barrancas, formando dos zonas
ecológicas distintas. En las partes altas, los suelos son
delgados y cubiertos de bosques de coníferas, mientras
que, en las zonas de barrancas, las temperaturas pue-
den llegar hasta los 50°C. Los rarámuri viven en ran-
chos con casas hechas de materiales locales como ma-
dera, adobe, cantera o piedra.

Actividades Económicas y Culturales

Para los rarámuri, la principal actividad de subsisten-
cia es el cultivo del maíz, alrededor del cual organizan
su vida cotidiana y ceremonial. Debido a la geografía,
las tierras de cultivo se hallan dispersas, lo que influ-
ye en la organización en rancherías.

Reconocimientos y Logros

La capacidad de correr de los rarámuri ha llevado a al-
gunos de ellos a competir a nivel mundial. Un ejemplo
destacado es la competencia internacional Backyard
World Championship 2022, donde participaron ultra
maratonistas rarámuri como Reyes Satebo, quien im-
puso un récord de 442.2 kilómetros en 66 horas.

Caso Ejemplar: Lorena Ramírez
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María Lorena Ramírez Hernández, una corredora de
fondo y ultrafondo rarámuri, ha ganado reconocimien-
to internacional por sus logros en competencias sin
usar calzado deportivo convencional. Su historia ha si-
do destacada en diversos medios y plataformas, inclu-
yendo un documental en Netflix.

Justificación de la Propuesta

Los triunfos de los atletas rarámuri han puesto en alto
el nombre de México. Otorgar un día nacional para re-
conocer a estos corredores visibilizará y honrará a es-
ta comunidad indígena, conocida por su resistencia y
habilidad para correr largas distancias.

Declarar un Día Nacional en honor al Corredor Rará-
muri ofrecería múltiples beneficios a esta comunidad
indígena y a los corredores individuales. Aquí algunos
de los principales beneficios:

1. Reconocimiento y Visibilidad

Un día nacional dedicado a los corredores rarámuri
proporcionaría un reconocimiento oficial a nivel na-
cional e internacional. Este día destacaría sus logros y
habilidades excepcionales, aumentando su visibilidad
y dándole a la comunidad rarámuri el reconocimiento
que merece.

2. Promoción de la Cultura y Tradiciones

La celebración del día nacional permitiría promover y
preservar las tradiciones culturales de los rarámuri, in-
cluyendo sus técnicas únicas de correr, su vestimenta
tradicional y sus prácticas ceremoniales. Esto contri-
buiría a mantener vivas estas costumbres y a transmi-
tirlas a futuras generaciones.

3. Fomento del Turismo Cultural

Este día podría atraer a turistas interesados en conocer
más sobre la cultura rarámuri y sus corredores. El tu-
rismo cultural puede generar ingresos adicionales para
las comunidades rarámuri, fomentando el desarrollo
económico local.

4. Apoyo y Patrocinios

El reconocimiento oficial podría atraer el apoyo de pa-
trocinadores y organizaciones interesadas en promo-

ver el deporte y la cultura indígena. Esto podría tradu-
cirse en financiamiento para entrenamientos, equipa-
miento y participación en competencias nacionales e
internacionales.

5. Orgullo y Unidad Comunitaria

Un día nacional dedicado a los corredores rarámuri
fortalecería el sentido de orgullo y unidad dentro de la
comunidad. Celebrar a sus héroes deportivos puede
inspirar a las nuevas generaciones a seguir sus pasos y
a mantener sus tradiciones.

6. Educación y Conciencia

Este día serviría como una plataforma para educar al
público sobre la importancia cultural y deportiva de
los corredores rarámuri. También ayudaría a concien-
ciar sobre los desafíos y necesidades de esta comuni-
dad, promoviendo la solidaridad y el respeto.

7. Eventos y Competencias

La organización de eventos y competencias en honor
al Día Nacional del Corredor Rarámuri proporcionaría
oportunidades para que los corredores demuestren sus
habilidades y para que el público celebre sus logros.
Estos eventos también pueden incluir ferias culturales,
exposiciones y actividades educativas.

8. Protección y Promoción de Derechos

La oficialización de este día podría servir como una
herramienta para promover y proteger los derechos de
los Rarámuri, asegurando que sus contribuciones cul-
turales y deportivas sean valoradas y respetadas.

Estos beneficios contribuirían significativamente al
bienestar y desarrollo de la comunidad Rarámuri, al
tiempo que preservarían y promoverían su rica heren-
cia cultural.

La carrera para los rarámuri no es solo una actividad
física, sino una expresión de su relación espiritual y
cultural con la tierra, su estilo de vida y técnicas de ca-
rrera reflejan un profundo respeto y armonía con el en-
torno natural.

Los corredores rarámuri son un ejemplo impresionan-
te de cómo la cultura y las tradiciones pueden influir
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en el deporte y la vida cotidiana, resaltando la impor-
tancia de mantener vivas estas prácticas ancestrales.

Por tanto, se propone el día 22 de mayo como “Día
Nacional de la y el Corredor Rarámuri” porque es sig-
nificativo para los rarámuri ya que coincide con el Día
Internacional de la Diversidad Biológica. Este día es
una oportunidad para reconocer y celebrar la riqueza
biológica del planeta y la importancia de preservarla.
Para los rarámuri, que tienen una profunda conexión
con la naturaleza y su entorno, este día resalta la im-
portancia de proteger su territorio ancestral y sus re-
cursos naturales.

Por lo anteriormente expuesto someto a consideración
de esta honorable asamblea la presente iniciativa con
proyecto de:

Decreto por el que se declara el 22 de mayo de ca-
da año como “Día Nacional de la y el Corredor Ra-
rámuri”

Artículo Único. El honorable Congreso de la Unión
declara el 22 de mayo de cada año como el “Día Na-
cional de la y el Corredor Rarámuri”.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de diciembre del 2024.

Diputada Teresita de Jesús Vargas Meraz (rúbrica)

DE DECRETO POR EL QUE SE DECLARA EL 12 DE ABRIL DE

CADA AÑO “DÍA NACIONAL DEL SOTOL”, A CARGO DE LA

DIPUTADA TERESITA DE JESÚS VARGAS MERAZ, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, Teresita de Jesús Vargas Meraz, integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1, fracción I, y 77, ambos del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta honorable asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se de-
clara el 12 de abril de cada año “Día Nacional del
Sotol”, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El sotol es una bebida alcohólica artesanal elaborada a
partir de la planta Dasylirion wheeleri, (también cono-
cida como sereque por los rarámuri) que crece princi-
palmente en los estados del norte de México como Du-
rango, Chihuahua y Coahuila. El sotol tiene una rica
historia y una gran importancia cultural, ya que ha si-
do utilizado por las comunidades indígenas tarahuma-
ras y anazasis (indígenas autóctonos del norte de Mé-
xico) en ceremonias religiosas y como remedio
medicinal.

Los mayores productores de sotol en México se en-
cuentran en los estados de Chihuahua, Durango y Co-
ahuila. Dentro de Chihuahua, los municipios de Ma-
dera, Chínipas, Jiménez y Moris son los más
destacados. En cuanto a la producción, Chihuahua es
el estado líder, con municipios como Aldama, Guada-
lupe y Julimes teniendo el mayor número de vinatas.

La vinata es el lugar donde se elabora el sotol, cuando
se trata de un equipo rústico, muy sencillo, se instala
en un lugar apropiado, estratégico, donde hay mucha
planta silvestre en los alrededores. 

Cuando se trata de una planta de más capacidad y me-
jor equipo, se instala en una ciudad o pueblo cercano a
la zona donde se colecta el sotol. Las partes principa-
les de la vinata son; el alambique, el horno y el moli-
no. El sotol tiende a crecer en las laderas de los cerros
o promontorios, de allí se desprende con unas hachas
especiales.
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La planta es muy similar al maguey, solo que cuando
a éste se le cortan las hojas queda una bola sólida, en
cambio en el sotol esa bola o “cabeza” se forma con
las partes de las hojas, que se empalman como las ca-
pas de la cebolla, de tal manera que sí se arrancaran
por completo, hoja por hoja, no quedaría nada. Del
monte a la vinata se llevan las bolas del sotol. 

Allí, el primer paso consiste en asar las cabezas para
ablandarlas porque son muy correosas, muy duras; esto
se hace metiéndolas al horno. Ya cuando están cocidas
las cabezas se pasan al molino donde se majan, o sea
que no se muelen completamente, sino que se pican. 

Hace muchos años los tarahumaras las maceraban con
los pies; eran especiales porque nunca se cansaban de
estar machacando el sotol con sus fuertes piernas.

En cuanto a reconocimientos, el sotol cuenta con la
Denominación de Origen Protegida (DOP) desde
2002, lo que garantiza su autenticidad y calidad. Esta
regulación asegura que el sotol se produzca de acuer-
do a métodos tradicionales y en regiones específicas.

Las características organolépticas del sotol son úni-
cas y distintivas, reflejando la esencia del desierto del
norte de México donde se produce. Aquí tienes un re-
sumen de sus principales atributos:

1. Aroma: El sotol presenta un aroma herbal y te-
rroso, con notas que pueden recordar a la vegeta-
ción del desierto, incluyendo toques de pino y ma-
dera. También se pueden percibir matices
ahumados, que provienen del proceso de cocción de
las piñas de Dasylirion.

2. Sabor: Su sabor es complejo y variado. Puedes
encontrar sabores herbales, ahumados y ligeramen-
te dulces. Algunas variedades de sotol también ofre-
cen notas de cítricos, especias y vainilla, depen-
diendo del método de elaboración y el terruño.

3. Textura: En boca, el sotol es suave y bien balan-
ceado. Su textura puede variar desde ligera a media,
con un final que a menudo es seco y persistente.

4. Color: El color del sotol varía desde el cristalino
en las versiones jóvenes o “blancas” hasta tonos
más dorados en los sotoles reposados o añejos, que
han pasado tiempo en barricas de madera.

5. Persistencia: El sotol tiene una persistencia notable
en el paladar, dejando un retrogusto agradable que in-
vita a seguir degustando.

Estas características hacen del sotol una bebida muy apre-
ciada y versátil, ideal para disfrutar sola o en cocteles.

Importancia Económica y Cultural

La producción del sotol no solo mantiene viva una tra-
dición ancestral, sino que también genera importantes
beneficios económicos para las comunidades locales.
Al promover y proteger la producción de sotol, se con-
tribuye a la creación de empleos y al desarrollo eco-
nómico en las regiones productoras.

Beneficios para los Productores

La aprobación de esta iniciativa para declarar el “Día
Nacional del Sotol” traería múltiples beneficios para
las comunidades indígenas que están involucradas en
la producción de esta bebida tradicional. Aquí algunos
de los beneficios más significativos:

1. Reconocimiento Cultural: El sotol es parte de la
herencia cultural de varias comunidades indígenas,
especialmente en el norte de México. Un día nacio-
nal dedicado a esta bebida elevaría el reconoci-
miento y aprecio por sus tradiciones y conocimien-
tos ancestrales.

2. Promoción y Conservación de Tradiciones: La
difusión y promoción del sotol podría incentivar a
las nuevas generaciones a mantener y preservar las
técnicas tradicionales de producción, evitando que
estas prácticas se pierdan con el tiempo.

3. Mejora Económica: Al aumentar la visibilidad
del sotol y la demanda del producto, se podrían cre-
ar más oportunidades económicas para las comuni-
dades productoras. Esto incluye desde la mejora en
los ingresos hasta la creación de empleo y el des-
arrollo de infraestructura local.

4. Turismo Cultural: El establecimiento de un “Día
Nacional del Sotol” podría atraer turistas interesa-
dos en conocer más sobre la producción del sotol y
su historia, lo cual generaría ingresos adicionales y
promovería el desarrollo del turismo sostenible en
estas regiones.
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5. Programas de Desarrollo: La oficialización de es-
te día podría facilitar el desarrollo para los produc-
tores de sotol, incluyendo capacitación, acceso a fi-
nanciamiento, y asistencia técnica para mejorar la
calidad y comercialización de sus productos.

6. Sostenibilidad y Medio Ambiente: Al promover
prácticas tradicionales y sostenibles en la produc-
ción del sotol, se podría contribuir a la conservación
de la planta Dasylirion wheeleri y su entorno natu-
ral, beneficiando así a la biodiversidad local.

Estos beneficios no solo ayudarían a las comunidades
indígenas a mejorar su calidad de vida, sino que tam-
bién fortalecerían el tejido cultural y económico de las
regiones donde se produce el sotol.

El reconocimiento oficial del sotol a través de un día
nacional proporcionará una plataforma para la promo-
ción de este producto a nivel nacional e internacional. 

Esto podría resultar en un aumento de la demanda y,
por ende, en mayores ingresos para los productores.
Además, fomentará una mejor organización y colabo-
ración entre los productores, lo que mejorará su com-
petitividad en el mercado global.

Por lo anteriormente expuesto someto a consideración
de esta honorable asamblea, la presente iniciativa con
proyecto de:

Decreto por el que se declara el 12 de abril de cada
año “Día Nacional del Sotol”

Artículo Único. Se declara el 12 de abril de cada año
como el Día Nacional del Sotol.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de diciembre del 2024.

Diputada Teresita de Jesús Vargas Meraz (rúbrica)

QUE REFORMA LA FRACCIÓN VI, DEL APARTADO A, DEL

ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO

GILBERTO HERRERA SOLÓRZANO, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA

El suscrito, diputado Gilberto Herrera Solórzano,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
Cámara de Diputados de la LXVI Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, fracción I, y 77 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a la consideración de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforma la fracción VI del apar-
tado A del artículo 123 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la si-
guiente:

Exposición de Motivos

El salario mínimo es un derecho humano previsto tan-
to en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, como en diversos tratados internacionales.
De acuerdo con la Organización Internacional del Tra-
bajo:

“Es la cuantía mínima de remuneración que un em-
pleador está obligado a pagar a sus asalariados por
el trabajo que estos hayan efectuado durante un pe-
riodo determinado, cuantía que no puede ser rebaja-
da ni en virtud de un convenio colectivo ni de un
acuerdo individual”.1

En este sentido, el salario mínimo es una medida para
evitar abusos de los patrones y garantizar que las y los
trabajadores tengan un ingreso que les permita adqui-
rir bienes y servicios mínimos para que tanto él como
su familia puedan vivir dignamente, así como una for-
ma de superar la pobreza y reducir la desigualdad, in-
cluyendo las disparidades que existen entre hombres y
mujeres.

En este sentido la cuarta transformación ha logrado
avances significativos en materia de salario mínimo,
ya que logró un incremento del 110 por ciento con res-
pecto al salario establecido en 2018 pasando de
$88.362 a $248.903 sin embargo, aún queda mucho por
hacer para lograr una verdadera justicia social. Es im-
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portante establecer un salario mínimo aplicable a pro-
fesionistas con el propósito de reconocer su esfuerzo
de haber concluido una carrera universitaria y evitar
los abusos de patrones que pagan salarios sumamente
bajos por labores complejas y especializadas.

El artículo 123 constitucional establece que existen sa-
larios mínimos generales, los cuales se dividen por zo-
na geográfica siendo estos la Zona Fronteriza Norte y
el resto del país, y por otro lado el salario mínimo pro-
fesional.

El salario mínimo Zona Fronteriza Norte, el cual en
2024 asciende a $374.89 diarios y abarca a los muni-
cipios de Ensenada, Playas de Rosarito, Mexicali, Te-
cate, Tijuana, San Quintín y San Felipe, en el estado de
Baja California; San Luis Río Colorado, Puerto Pe-
ñasco, General Plutarco Elías Calles, Caborca, Altar,
Sáric, Nogales, Santa Cruz, Cananea, Naco y Agua
Prieta, en el estado de Sonora; Janos, Ascensión, Juá-
rez, Práxedis G. Guerrero, Guadalupe, Coyame del So-
tol, Ojinaga y Manuel Benavides, en el estado de Chi-
huahua; Ocampo, Acuña, Zaragoza, Jiménez, Piedras
Negras, Nava, Guerrero e Hidalgo, en el estado de Co-
ahuila de Zaragoza; Anáhuac, en el estado de Nuevo
León; y Nuevo Laredo, Guerrero, Mier, Miguel Ale-
mán, Camargo, Gustavo Díaz Ordaz, Reynosa, Río
Bravo, Valle Hermoso y Matamoros, en el estado de
Tamaulipas.

El salario mínimo general aplicable al resto del país en
2024 asciende a $248.93 diarios.

Por otro lado, el salario mínimo profesional es aplica-
ble a los oficios y trabajos que se muestran a conti-
nuación:

Como podemos apreciar, los salarios correspondientes
a oficios y profesiones obtienen una remuneración ma-
yor al salario mínimo general debido a que, para poder
ejercer dichas labores se necesita tener cierto grado de
habilidad, especialización, conocimiento y responsa-
bilidad.

En este orden de ideas, podemos observar que la úni-
ca carrera profesional que requiere un título universi-
tario a nivel licenciatura en este catálogo es la de re-
portero, por lo cual, dicha tabla está más enfocada en
oficios y trabajos especiales.

Por lo anterior, resulta necesario crear una clasifica-
ción adicional, aplicable a profesionistas pasantes o ti-
tulados, en especial porque una persona que egresa de
una universidad, el profesionista se especializa en un
área específica pues pasa años estudiando y adquirien-
do conocimientos que solo ellos pueden desarrollar,
desafortunadamente al no estar dentro de la lista pre-
viamente mencionada el salario mínimo al que pueden
aspirares el salario mínimo general.

Para comprender esta idea es necesario conocer lo que
involucra estudiar una carrera:

Para poder acceder a algunas de las universidades pú-
blicas más importantes del país como la UNAM, el
IPN, la UAM o la UABC, UAMSNH, UV, BUAP en
cada entidad federativa, hay que acreditar un examen
de admisión muy complejo y, sobre todo, competitivo.
Una vez que el alumno es admitido debe cubrir ciertas
cuotas, las cuales dependiendo de la universidad y de
si es una institución pública o privada.

Por otro lado, si el alumno proviene de un municipio o
estado diferente al lugar en donde se encuentra la uni-
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versidad, hay que contemplar el sacrificio que muchos
jóvenes deben afrontar al tener que dejar a su lugar de
origen y a su familia para ir a otro municipio o entidad
federativa para invertir de 4 a 7 años para estudiar,4 así
como los gastos que tiene que cubrir como vivienda,
transporte, alimentos y otros gastos relacionados con
los estudios.

Por si fuera poco, hay personas que deben estudiar y
trabajar al mismo tiempo ya que necesitan cubrir sus
gastos escolares, así como los gastos de su manuten-
ción.

Nuestros recién egresados realizan todos estos sacrifi-
cios y ponen todo su empeño para poder tener un fu-
turo mejor, sin embargo, cuando deciden entrar al mer-
cado laboral se encuentran con ofertas con salarios
raquíticos, lo cual es una falta de incentivo para que
los jóvenes decidan estudiar pues un título universita-
rio no les garantiza un ingreso que compense los años
de esfuerzo, desvelos y dedicación que invirtieron al
cursar su licenciatura o ingeniería.

Es importante destacar que existen personas y empre-
sas con alta responsabilidad social que ofrecen salarios
dignos para profesionistas que reconocen sus esfuer-
zos y especialización, sin embargo, existen otras que
abusan de la necesidad de nuestros jóvenes y tienen
vacantes como las siguientes:5

El establecimiento de un salario mínimo para profe-
sionistas es una cuestión de justicia social ya que bus-
ca reconocer y remunerar de manera justa a aquellos
trabajadores que, debido a su formación, especializa-
ción o nivel de responsabilidad, desempeñan funcio-
nes cruciales para el desarrollo del país.

De aprobarse esta propuesta traerá grandes beneficios,
por ejemplo: 

En primer lugar, ayuda a combatir los abusos por par-
te de algunos patrones, quienes para obtener mano de
obra barata se aprovechan de profesionistas recién
egresados quienes, debido a su falta de experiencia,
son vulnerables a recibir salarios injustamente bajos,
contratos temporales sin seguridad social o jornadas
laborales extenuantes sin la compensación correspon-
diente.

Esto ocurre, por ejemplo, en el sector salud donde mu-
chos médicos o enfermeros recién graduados trabajan
horas extras no remuneradas o en condiciones preca-
rias, o los abogados a quienes, a pesar de tener un tí-
tulo universitario se les da trato de pasantes con un pa-
go sumamente bajo o, en el peor de los casos, les
quieren “pagar con conocimiento”.

En segundo lugar, fomenta la educación en el país, ya
que incentiva a los futuros profesionistas a estudiar al
tener la certeza de que al entrar al mercado laboral ten-
drán acceso un salario competente el cual será equiva-
lente a los años de sacrificios, esfuerzo y dedicación
que invirtieron en sus estudios universitarios.

Aunado a lo anterior, fomentaría la especialización y
actualización de los profesionistas ya que, si los traba-
jadores ven reflejado en su salario el valor de su for-
mación y especialización estarán más motivados a me-
jorar sus habilidades, lo que generará una fuerza
laboral más capacitada, competitiva y productiva para
el país. En diversas carreras como en derecho, contabi-
lidad o medicina, es sumamente importante estar ac-
tualizado, ya que los conocimientos van cambiando
constantemente, por ejemplo, en materia legal y conta-
ble tanto las leyes, como las misceláneas fiscales cam-
bian año con año, por otro lado, en el área de la salud
se descubren nuevos tratamientos más eficaces contra
enfermedades, por lo cual la capacitación constante es
sumamente relevante para poder tener profesionistas
capaces de resolver cualquier problemática, sin embar-
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go, un ingreso equivalente a un salario mínimo general
vigente limita a los profesionistas para capacitarse en
cursos o diplomados de manera constante.

Es importante destacar que un salario mínimo para
profesionistas es viable, incluso ya existen preceden-
tes por ejemplo, la reforma constitucional al artículo
123 en materia de salarios publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 30 de septiembre del año en
curso contemplaba en el apartado B que rige a los tra-
bajadores del Estado, que ciertas profesiones tales co-
mo Profesores, Enfermeras o médicos en el sector pú-
blico deben tener un salario de al menos $16,777.00
mensuales, esta propuesta reconoce la importancia de
los profesionistas y el grado de especialización que se
requiere para poder desempeñar dicha labor en el sec-
tor público, por lo anterior, es necesario que dicho re-
conocimiento se haga en el sector privado mediante un
salario adecuado.

Cabe destacar que históricamente en nuestro país había
existido el argumento de que un aumento al salario mí-
nimo era inadmisible ya que tendría como consecuencia
que las empresas quiebres, el despido masivo de traba-
jadores o la fuga de inversiones del país, sin embargo,
podemos notar que esto no es así ya que después de ver
un aumento del 110 por ciento del salario mínimo en el
último sexenio la economía del país se ha mantenido es-
table e incluso se han generado más empleos, pues si
analizamos la tasa de Personas Económicamente Acti-
vas podemos ver que ha crecido ya que pasamos de
53,936,667 en 2018 a 61,370,334 en 2024.6

Por lo anteriormente expuesto se propone modificar el
segundo párrafo del artículo 123 constitucional a fin
de establecer 3 tipos se salarios mínimos: los genera-
les, los especializados y para profesionistas.

En este sentido, los salarios mínimos contemplados
previamente como profesionales pasarán a aplicarse
directamente a los salarios mínimos especializados y
se creará una nueva clasificación, el salario mínimo
para profesionistas, el cual se dividirá en profesionis-
tas pasantes o titulados.

Este cambio resulta viable ya que, al analizar el catá-
logo de salarios mínimos profesionales, podemos
apreciar que este se enfoca en su mayoría en oficios y
labores especializadas, tales como oficial de albañile-
ría, oficial electricista, por ello es importante crear su

propia clasificación, a fin de que dichos trabajos no se-
an invisibilizados. 

Por otro lado, en la misma tabla solo aparecen como
profesiones la de reportero, técnico en trabajo social y
no se reconoce a los ingenieros agrónomos, ingenieros
automotrices, ingenieros civiles, abogados, contado-
res, médicos, enfermeras etc., por lo cual, es necesario
establecer esta nueva clasificación como salario míni-
mo para profesionistas, ya que no existe un régimen
eficaz que permita su reconocimiento y la fijación de
un salario mínimo adecuado.

Aunado a lo anterior, el Convenio sobre los métodos
para la fijación de salarios mínimos, 1928 (núm. 26),
mismo que dispone que los países deben establecer sa-
larios mínimos “en industrias o partes de industria […]
en las que no exista un régimen eficaz para la fijación
de salarios, por medio de contratos colectivos u otro
sistema, y en las que los salarios sean excepcional-
mente bajos”.7

Así como con el Convenio sobre la fijación de salarios
mínimos, 1970 (núm. 131), el cual obliga a los Esta-
dos Miembros a dar protección a “todos los grupos de
asalariados cuyas condiciones de empleo hagan apro-
piada la aplicación del sistema [de salarios míni-
mos]”.8

Por otra parte, se propone establecer que los salarios
mínimos para profesionistas se apliquen para profesio-
nistas titulados o pasantes, a fin de proteger a los pa-
santes, es decir, aquellas personas que ya completaron
su formación académica pero aún no han obtenido su
título toda vez que, aunque ya realizan actividades
profesionales, suelen estar en una fase de entrena-
miento o iniciación laboral, por lo que su salario debe
reflejar esta situación.

Finalmente, se propone en las disposiciones transito-
rias que el Congreso de la Unión, en un plazo no ma-
yor a 180 días, deberá realizar las adecuaciones nece-
sarias a la ley secundaria y que La Comisión Nacional
de Salarios Mínimos deberá elaborar el tabulador co-
rrespondiente al salario mínimo general para profesio-
nistas en un plazo no mayor a 365 días a partir de la
entrada en vigor del presente decreto.

El plazo se da principalmente a que deben analizar
cuáles son todas las profesiones que entrarían en este
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tabulador, y fijar cuál será el salario mínimo que le co-
rresponde a dicha profesión, tanto para profesionista
titulado, como para profesionista pasante.

Con el objetivo de exponer de forma clara y precisa el
contenido de la presente iniciativa, a continuación, se
muestra el siguiente cuadro comparativo entre el texto
vigente de la Ley y la propuesta de modificación:

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa
con proyecto de:

Decreto por el que se reforma la fracción VI del
apartado A del artículo 123 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforma la fracción VI del apartado A del ar-
tículo 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 123. … 

… 

A. … 

I. a V. …

VI Los salarios mínimos que deberán disfrutar los
trabajadores serán generales, especializados, o pa-
ra profesionistas. Los primeros regirán en las áre-
as geográficas que se determinen; los segundos se
aplicarán en ramas determinadas de la actividad
económica o en oficios o trabajos especiales, los
terceros se aplicarán para profesionistas titula-
dos o pasantes. El salario mínimo no podrá ser uti-
lizado como índice, unidad, base, medida o referen-
cia para fines ajenos a su naturaleza. La fijación
anual de los salarios mínimos generales, especiali-
zados o para profesionistas, o la revisión de los
mismos, nunca estará por debajo de la inflación ob-
servada durante el periodo de su vigencia.

Los salarios mínimos generales deberán ser sufi-
cientes para satisfacer las necesidades normales de
un jefe de familia, en el orden material, social y cul-
tural, y para proveer a la educación obligatoria de
los hijos. Los salarios mínimos especializados se
fijarán considerando, además, las condiciones de
las distintas actividades económicas. Los salarios
mínimos para profesionistas se fijarán conside-
rando, además, la naturaleza de las actividades a
desarrollar.

… 

VII. a XXXI. …
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B. … 

I. a III. …

IV. …

…

... 

V. a XIV. …

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión en un plazo no ma-
yor a 180 días deberá realizar las adecuaciones nece-
sarias a la ley secundaria.

Tercero. La Comisión Nacional de Salarios Mínimos
deberá elaborar el tabulador correspondiente al salario
mínimo general para profesionistas en un plazo no ma-
yor a 365 días a partir de la entrada en vigor del pre-
sente decreto.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de diciembre de 2024.

Diputado Gilberto Herrera Solórzano (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL PARA LA PREVENCIÓN Y GESTIÓN INTEGRAL DE

LOS RESIDUOS, A CARGO DEL DIPUTADO ALEJANDRO

CARVAJAL HIDALGO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA

El que suscribe, diputado Alejandro Carvajal Hidal-
go, integrante del Grupo Parlamentario de Morena en
la LXVI Legislatura del h. Congreso de la unión, re-
presentante del distrito VI del estado de Puebla, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6, fracción I, numeral 1, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a con-
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sideración del pleno de esta soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma diver-
sas disposiciones de la Ley General para la Preven-
ción y Gestión Integral de los Residuos, al tenor de
la siguiente:

Exposición de Motivos

El manejo inadecuado de residuos peligrosos en Mé-
xico representa uno de los mayores desafíos ambienta-
les y de salud pública en el país. Un caso emblemáti-
co es la cuenca del río Atoyac, que atraviesa los
estados de Tlaxcala y Puebla, y ha sido objeto de una
creciente degradación ambiental debido a la descarga
incontrolada de residuos peligrosos. 

Según un reportaje de Daniela Hernández para El Sol

de Puebla (2023), más de 22 mil empresas desechan
residuos altamente contaminantes de las cuales están
en registros oficiales 122, de las cuales solo 7 cum-
plen sus obligaciones ambientales. Es decir solo en el
caso de la cuenca del río Atoyac de 22 mil empresas
hay un subregistro de 90 por ciento, y un inmumpli-
miento prácticamente del 99 por ciento. 

Esta cuenca ha sido calificada como un “infierno am-
biental”, consecuencia de la negligencia en la aplica-
ción de normativas vigentes por parte de autoridades
de los 3 órdenes de gobierno, así como de la falta de
responsabilidad social de empresas contaminantes lo
que evidencia la necesidad de fortalecer el actual Sis-
tema de Información sobre la Gestión Integral de Re-
siduos.

Impacto de la Mala Gestión de Residuos Peligrosos

El impacto de los residuos peligrosos en la salud hu-
mana es devastador. Estudios realizados por organis-
mos internacionales, como la Organización Mundial
de la Salud (OMS, 2021), han demostrado que la ex-
posición prolongada a sustancias químicas peligrosas,
como los metales pesados y pesticidas, puede desen-
cadenar graves enfermedades crónicas, como cáncer,
trastornos neurológicos y afecciones respiratorias. 

A nivel nacional, el Instituto Nacional de Salud Públi-
ca (INSP, 2020) ha documentado un incremento en en-
fermedades relacionadas con la contaminación am-
biental en municipios aledaños a zonas industriales.
Asimismo, la contaminación del agua y el suelo en es-

tas áreas ha provocado la pérdida de biodiversidad y la
degradación de ecosistemas vitales para la vida huma-
na.

Un caso emblemático que subraya la urgencia de re-
formar el sistema de gestión de residuos peligrosos es
el derrame de sulfato de cobre en el río Sonora en
2014, por parte de Grupo México. Este accidente afec-
tó a más de 22 mil personas que dependían del agua
del río, demostrando la ineficacia de los mecanismos
actuales de monitoreo y la falta de acceso a informa-
ción confiable sobre el manejo de residuos peligrosos.

Problemas del Sistema Actual

El marco jurídico actual, establecido por la Ley Gene-
ral para la Prevención y Gestión Integral de los Resi-
duos, impone obligaciones a las empresas que generan
residuos peligrosos, pero carece de un sistema de
transparencia y monitoreo eficaz. La falta de una base
de datos pública que permita conocer las empresas res-
ponsables de la gestión de estos residuos, las cantida-
des generadas y las medidas de disposición adoptadas,
contribuye a la opacidad y dificulta la vigilancia ade-
cuada por parte de las autoridades y la sociedad civil.
Esta situación es insostenible y requiere de una solu-
ción integral que refuerce los mecanismos de control y
promueva la responsabilidad ambiental.

Comparación Internacional

A nivel internacional, países como Canadá y Estados
Unidos han implementado exitosamente sistemas de
monitoreo público de residuos peligrosos que han me-
jorado significativamente la gestión ambiental. El Na-

tional Pollutant Release Inventory (NPRI, 2021) en
Canadá y el Toxics Release Inventory (TRI, 2021) en
Estados Unidos permiten a las autoridades y al públi-
co monitorear las emisiones y residuos de las empre-
sas, promoviendo la transparencia y facilitando la im-
plementación de sanciones cuando se incumplen las
normativas. Estos ejemplos demuestran que el acceso
público a la información es fundamental para garanti-
zar el cumplimiento de las obligaciones ambientales y
reducir los riesgos para la salud pública.

Propuesta de Reforma

Por ello, la presente iniciativa propone la modificación
de la Ley General para la Prevención y Gestión Inte-
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gral de los Residuos, con el fin de fortalecer el Siste-
ma de Información sobre la Gestión Integral de Resi-
duos mediante la creación de una base de datos públi-
ca y accesible, que registre de manera transparente a
las empresas generadoras y gestoras de residuos peli-
grosos. Esta base de datos permitirá a los ciudadanos,
las organizaciones civiles y las autoridades monitore-
ar las actividades de estas empresas, conocer los ries-
gos asociados con sus operaciones y exigir el cumpli-
miento de las normativas ambientales.

La reforma también contempla la colaboración inte-
rinstitucional entre los tres órdenes de gobierno, con el
fin de garantizar la coordinación efectiva en la vigi-
lancia y control de los residuos peligrosos. Esto per-
mitirá una mayor eficiencia en la aplicación de san-
ciones y fomentará una cultura de responsabilidad
ambiental en el sector privado.

Conclusión

En un contexto en el que la salud pública y el medio
ambiente están constantemente amenazados por la ma-
la gestión de residuos peligrosos, es necesario fortale-
cer los mecanismos legales e institucionales que regu-
lan su control. La creación de una base de datos
pública y homogénea sobre las empresas que generan
y gestionan residuos tóxicos es un paso esencial hacia
la transparencia y el cumplimiento de las normativas
ambientales. Esta reforma contribuirá a la protección
del medio ambiente y a la promoción del bienestar so-
cial, asegurando que las futuras generaciones disfruten
de un entorno más seguro y saludable. Para que mi
propuesta sea más entendible, se muestra el siguiente
cuadro comparativo:

Contenido de la Iniciativa

Gaceta Parlamentaria Martes 10 de diciembre de 202454



Por lo expuesto someto a la consideración de esta ho-
norable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de: 

Decreto por el que se reforman los artículos 1, frac-
ción IX; 7, fracciones X y XVIII; 10, fracción VI;
26 y 37 de la Ley General para la Prevención y Ges-
tión Integral de los Residuos 

Único. Se reforman los artículos 1, fracción IX; 7,
fracciones X y XVIII; 10, fracción VI; 26 y 37 de la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de
los Residuos, para quedar como sigue: 

Artículo 1. La presente Ley es reglamentaria de las
disposiciones de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos que se refieren a la protección
al ambiente en materia de prevención y gestión inte-
gral de residuos, en el territorio nacional.

…

I. a VIII. …

IX. Crear y coordinar en colaboración con las en-
tidades federativas y municipios de manera ho-
mologada el Sistema de Información sobre la
Gestión Integral de Residuos relativa a la genera-
ción y gestión integral de los residuos peligrosos,
sólidos urbanos y de manejo especial, así como de
sitios contaminados y remediados;

X. a XIII. …

Artículo 7. Son facultades de la Federación:

I. a IX. …

X. Celebrar convenios con los gobiernos de las en-
tidades federativas para participar en la autoriza-
ción, control y registro en el Sistema de Informa-
ción sobre la Gestión Integral de Residuos de los
residuos peligrosos generados por microgenerado-
res, y brindarles asistencia técnica para ello;

XI. a XVII. …

XVIII. Integrar, dentro del Sistema Nacional de In-
formación Ambiental y de Recursos Naturales, que
establece la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente, subsistemas de informa-
ción nacional sobre la gestión integral de residuos
en lo particular el Sistema de Información sobre
la Gestión Integral de Residuos;

XIX. a XXIX. …

Artículo 10. Los municipios tienen a su cargo las fun-
ciones de manejo integral de residuos sólidos urbanos,
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que consisten en la recolección, traslado, tratamiento,
y su disposición final, conforme a las siguientes facul-
tades:

I. a V…

VI. Establecer y mantener actualizado el registro de
los grandes generadores de residuos sólidos urba-
nos en el Sistema de Información sobre la Ges-
tión Integral de Residuos.

VII. a XII. …

Artículo 26. Las entidades federativas y los munici-
pios, en el ámbito de sus respectivas competencias y
en coordinación con la Federación, deberán elaborar e
instrumentar los programas locales para la prevención,
gestión y registro integral de los residuos sólidos ur-
banos y de manejo especial, de conformidad con esta
Ley, con el Diagnóstico Básico para la Gestión Inte-
gral de Residuos, con el Sistema de Información so-
bre la Gestión Integral de Residuos, y demás dispo-
siciones aplicables. Dichos programas deberán
contener al menos lo siguiente:

I. a VI. …

Artículo 37. Las autoridades de los tres órdenes de
gobierno, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, integrarán el Sistema de Información sobre la
Gestión Integral de Residuos, que contendrá la in-
formación relativa a la situación local, los inventa-
rios de residuos generados, la infraestructura dispo-
nible para su manejo, las disposiciones jurídicas
aplicables a su regulación y otros aspectos que faci-
liten el logro de los objetivos de esta Ley y los orde-
namientos que de ella deriven y de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te; esta base de datos deberá ser de acceso públi-
co y actualizada regularmente, en cumplimiento
con los principios de transparencia y responsabi-
lidad compartida la Ley de Transparencia y de
Acceso a la Información Pública y demás disposi-
ciones aplicables.

Transitorios

Primero. Se derogan todas las disposiciones que se
opongan al presente Decreto.

Segundo. La Federación y las entidades federativas,
dentro de un plazo de 90 días hábiles a partir de la en-
trada en vigor del presente decreto, deberán emitir los
lineamientos necesarios para la creación, operación y
actualización de la base de datos pública y homogé-
nea, garantizando la participación de las empresas y
autoridades correspondientes.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de diciembre de 2024.

Diputado Alejandro Carvajal Hidalgo (rúbrica)
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QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 5O., 25 Y 45 DE LA LEY

FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES

PÚBLICOS, A CARGO DE LA DIPUTADA ADRIANA BELINDA

QUIROZ GALLEGOS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA

La que suscribe, diputado Adriana Belinda Quiroz
Gallegos, integrante del Grupo Parlamentario de Mo-
rena en la LXVI Legislatura, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71 fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, fracción I, y 77 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a consideración de esta
asamblea la iniciativa con proyecto de decreto por el
que se modifican los artículos 5, 25 y 45 de la Ley
Federal de Responsabilidades de los Servidores Pú-
blicos. 

Exposición de Motivos

La promulgación de la Ley Federal de Responsabili-
dades de los Servidores Públicos en 1982 marcó un hi-
to en la regulación del desempeño de los servidores
públicos en México. Concebida para normar las obli-
gaciones, sanciones y procedimientos aplicables a es-
tos actores, la ley ha sido fundamental en el estableci-
miento de un marco de responsabilidad y ética que
busca limitar los abusos de poder, la corrupción y la
negligencia dentro de la administración pública. A tra-
vés de esta ley, se han definido los principios bajo los
cuales debe regirse el actuar de los servidores públi-
cos, haciéndola un pilar esencial para la rendición de
cuentas en México.

La necesidad de regular la actuación de los servidores
públicos no es nueva en el país. Desde principios del
siglo XX, la sociedad y el gobierno reconocieron la
importancia de establecer normas de responsabilidad
para los funcionarios. A medida que el Estado mexica-
no se consolidaba, se evidenció la necesidad de incor-
porar mecanismos formales de control y supervisión
que promovieran un desempeño ético y transparente
de los servidores públicos. Este proceso se aceleró con
la reforma política de 1977, la cual sentó las bases pa-
ra un sistema más estructurado de rendición de cuen-
tas e introdujo sanciones más claras para los funciona-
rios que abusaran de sus cargos. De aquí surgieron los
primeros esbozos de la futura Ley Federal de Respon-
sabilidades de los Servidores Públicos.

En 1982, esta ley fue oficialmente promulgada como
un medio para imponer controles éticos y legales sobre
los funcionarios públicos y prevenir abusos de poder y
corrupción. Con ello, México dio un paso significati-
vo en la creación de un marco normativo que no solo
definía obligaciones y sanciones para los servidores
públicos, sino que también permitía a los ciudadanos
denunciar actos indebidos de estos. Este marco legal
representó una herramienta efectiva para supervisar la
administración pública y para instaurar una cultura de
responsabilidad en el sector público mexicano.

Con el tiempo, las crecientes demandas ciudadanas
por mayor transparencia y rendición de cuentas hicie-
ron necesaria la actualización de esta ley. En 1999, la
Ley Orgánica del Congreso de la Unión modificó la
estructura de supervisión de los servidores públicos al
eliminar la figura de la Gran Comisión y reemplazarla
por la Junta de Coordinación Política, lo cual supuso
una reconfiguración en los mecanismos de control y
fiscalización en el Congreso. A pesar de estos ajustes,
fue en 2015 cuando el clamor social por la erradica-
ción de la corrupción impulsó una reforma constitu-
cional que dio lugar al Sistema Nacional Anticorrup-
ción (SNA), el cual reorganizó las normas de conducta
y sanciones para los servidores públicos.

Esta reforma implicó la creación de la Ley General de
Responsabilidades Administrativas en 2016, la cual
complementó y reestructuró la Ley Federal de Res-
ponsabilidades de los Servidores Públicos. Con la in-
corporación de nuevas categorías de faltas y sancio-
nes, así como la formalización de procedimientos de
denuncia más rigurosos, se buscó responder a las cre-
cientes demandas de la ciudadanía y fortalecer los me-
canismos de control. Esta adición a la legislación, sin
embargo, también evidenció la necesidad de actualizar
y armonizar las disposiciones originales de la Ley Fe-
deral de Responsabilidades de los Servidores Públicos
para que sea plenamente compatible con el nuevo con-
texto normativo.

A pesar de su relevancia, la Ley Federal de Responsa-
bilidades de los Servidores Públicos enfrenta actual-
mente desafíos importantes en cuanto a su actualiza-
ción y armonización con otros marcos legales. La
coexistencia de esta ley con la Ley General de Res-
ponsabilidades Administrativas ha generado inconsis-
tencias que dificultan la aplicación de los procedi-
mientos y sanciones. Estas brechas normativas no solo
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complican la coordinación entre diferentes órganos de
gobierno, sino que también pueden permitir que los
funcionarios públicos aprovechen vacíos legales para
evadir responsabilidades, lo cual pone en riesgo el
combate a la corrupción y la promoción de la ética pú-
blica.

La actualización de esta ley es urgente para asegurar
que continúe siendo una herramienta efectiva en la
construcción de un Estado honesto y transparente. Una
armonización adecuada con otras disposiciones, como
la Ley General de Responsabilidades Administrativas,
fortalecería la capacidad del sistema de justicia para
castigar el abuso de poder y garantizar una adminis-
tración pública orientada a la rendición de cuentas.

La armonización legislativa constituye un pilar funda-
mental para la construcción de un sistema jurídico efi-
ciente y equitativo. Este proceso busca asegurar la co-
herencia y compatibilidad entre distintos
ordenamientos legales, permitiendo una interpretación
y aplicación uniforme de las normas en beneficio de la
sociedad.

Uno de los principales beneficios de la armonización
legislativa es la seguridad jurídica. La existencia de
leyes claras y no contradictorias permite que ciudada-
nos e instituciones comprendan sus derechos y obliga-
ciones de manera precisa. Esta claridad reduce los
conflictos legales y fortalece la confianza en el siste-
ma jurídico, fomentando un entorno de estabilidad y
certidumbre.

La coherencia legislativa también se traduce en una
mayor eficiencia en la administración de justicia. Al
contar con normas compatibles, jueces y abogados
pueden interpretar y aplicar las leyes de forma unifor-
me, disminuyendo la posibilidad de fallos contradicto-
rios. Esto no solo agiliza los procesos judiciales, sino
que también refuerza la credibilidad de las institucio-
nes encargadas de impartir justicia.

La falta de armonización en las leyes que regulan las
responsabilidades de los servidores públicos y sus pro-
cedimientos genera serios problemas que impactan la
transparencia, la rendición de cuentas y el combate
efectivo contra la corrupción y la impunidad. La ca-
rencia de coherencia entre las disposiciones legales y
procesales no solo obstaculiza el funcionamiento ade-
cuado de las instituciones, sino que debilita la con-

fianza ciudadana en el sistema de justicia y en el Esta-
do de derecho.

Uno de los efectos más graves de esta desarmoniza-
ción es el aumento de la impunidad y la evasión de
responsabilidades. La ausencia de un marco normativo
unificado permite que servidores públicos eludan san-
ciones mediante el aprovechamiento de vacíos legales.
Sin reglas claras y uniformes, es posible que invoquen
errores procedimentales o contradicciones entre leyes
para argumentar en su favor, lo cual lleva al desecha-
miento de casos o a resoluciones favorables hacia
quienes han incurrido en malas prácticas. Esta situa-
ción, lejos de castigar la mala conducta, favorece la
falta de consecuencias y perpetúa la impunidad.

Además, la falta de armonización legislativa genera
inseguridad jurídica tanto para los ciudadanos como
para los servidores públicos. Ante normas y procedi-
mientos poco claros, quienes buscan denunciar una
irregularidad o defenderse frente a una acusación no
tienen certeza sobre los pasos a seguir. Esta ambigüe-
dad disminuye la confianza en el sistema de justicia,
ya que la falta de claridad aumenta la percepción de ar-
bitrariedad y deja en duda cómo se aplicarán las leyes
en cada caso.

La dificultad para investigar y sancionar faltas es otro
de los problemas derivados de la desarmonización le-
gislativa. Las diferencias normativas y procedimenta-
les entre los niveles federal, estatal y municipal crean
duplicidades o contradicciones en los procedimientos.
Esto no solo dificulta la coordinación entre órganos de
gobierno, sino que también retrasa las investigaciones,
disminuye su efectividad y facilita que muchos casos
queden sin resolver. Sin una colaboración eficaz, el
sistema de rendición de cuentas pierde fuerza y no lo-
gra frenar las malas prácticas.

Por otro lado, la contradicción en la interpretación de
normas puede llevar a resoluciones judiciales incon-
sistentes. Jueces y autoridades responsables de aplicar
la ley se encuentran con leyes contradictorias en cuan-
to a las sanciones y responsabilidades de los servido-
res públicos, lo que produce sentencias desiguales y,
en consecuencia, una justicia que no resulta equitativa.
Esta falta de uniformidad en la interpretación legal
crea desigualdades y debilita la credibilidad del siste-
ma judicial.
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Finalmente, la falta de armonización tiene un impacto
negativo en la confianza pública hacia las institucio-
nes. La percepción de inconsistencias y vacíos legales
provoca que los ciudadanos vean las instituciones co-
mo entidades poco comprometidas con la transparen-
cia y la rendición de cuentas. Esta desconfianza ali-
menta la idea de corrupción e impunidad, erosionando
el vínculo entre el Estado y la sociedad.

Por lo anterior, se proponen las siguientes modifica-
ciones planteadas, para quedar como se ejemplifica en
la tabulación.

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a
la consideración de esta soberanía el siguiente proyec-
to de: 

Decreto por el que se modifican los articulos 5, 25 y
45 de la Ley Federal de Responsabilidades de los
Servidores Públicos

Único. Se modifican los artículos 5, 25 y 45 de la Ley
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públi-
cos, para quedar como sigue:

[…]

Artículo 5. En los términos del primer párrafo del ar-
tículo 110 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, son sujetos de juicio político los
servidores públicos que en él se mencionan.
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Los gobernadores de los Estados, los Diputados a las
Legislaturas Locales y los Magistrados de los Tribu-
nales Superiores de Justicia Locales podrán ser sujetos
de juicio político por violaciones graves a la Constitu-
ción General de la República, a las Leyes Federales
que de ella emanen, así como por el manejo indebido
de fondos y recursos federales.

[…]

Artículo 25. Cuando se presente denuncia o querella
por particulares o requerimiento del Ministerio Públi-
co cumplidos los requisitos procedimentales respecti-
vos para el ejercicio de la acción penal, a fin de que
pueda procederse penalmente en contra de algunos de
los servidores públicos a que se refiere el primer pá-
rrafo del artículo 111 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, se actuará, en lo per-
tinente, de acuerdo con el procedimiento previsto en el
capítulo anterior en materia de juicio político ante la
Cámara de Diputados. En este caso, la Sección Ins-
tructora practicará todas las diligencias conducentes a
establecer la existencia del delito y la probable res-
ponsabilidad del imputado, así como la subsistencia
del fuero constitucional cuya remoción se solicita.
Concluida esta averiguación, la Sección dictaminará si
ha lugar a proceder penalmente en contra del inculpad.

Si a juicio de la Sección, la imputación fuese notoria-
mente improcedente, lo hará saber de inmediato a la
Cámara, para que ésta resuelva si se continúa o des-
echa, sin perjuicio de reanudar el procedimiento si
posteriormente aparecen motivos que lo justifiquen.

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, la
Sección deberá rendir su dictamen en un plazo de se-
senta días hábiles, salvo que fuese necesario disponer
de más tiempo, a criterio de la Sección. En este caso se
observarán las normas acerca de ampliación de plazos
para la recepción de pruebas en el procedimiento refe-
rente al juicio político.

[…]

Artículo 45. En todas las cuestiones relativas al pro-
cedimiento no previstas en esta Ley, así como en la
apreciación de las pruebas, se observarán las disposi-
ciones del Código Nacional de Procedimientos Pena-
les. Asimismo, se atenderán, en lo conducente, las del
Código Penal Federal.

[...]

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de diciembre de 2024.

Diputada Adriana Belinda Quiroz Gallegos (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS, SUSCRITA POR

LOS DIPUTADOS VÍCTOR HUGO LOBO ROMÁN Y SERGIO

CARLOS GUTIÉRREZ LUNA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE MORENA

Los que suscriben, diputados federales Víctor Hugo
Lobo Román y Sergio Gutiérrez Luna, integrantes
del Grupo Parlamentario de Morena de la LXVI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 71, fracción II, y 72, inciso H), de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6,
numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someten a la consi-
deración de esta soberanía, la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto, conforme a la siguiente:

Exposición de Motivos

Constitución de nuevos Partidos Políticos Naciona-
les. A partir de la reforma constitucional de 2006 –
2007, fueron publicadas en el Diario Oficial de la Fe-
deración diversas reformas y adiciones a la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Entre
esas, el artículo 41, Base I, segundo párrafo, estableció
que sólo las y los ciudadanos podrán formar partidos
políticos y afiliarse individual y libremente a ellos. La
reforma estableció la prohibición de la intervención de
organizaciones gremiales, o con objeto social diferen-
te, en la creación de partidos, así como cualquier for-
ma de afiliación corporativa.

La Reforma Constitucional de 2014. El día veinti-
trés de mayo de dos mil catorce, fue publicada en el
Diario Oficial de la Federación, la Ley General de Par-
tidos Políticos. En su Título Segundo, denominado
“De los Partidos Políticos”, Capítulo I, “De la Consti-
tución y registro de los Partidos Políticos”, se regula-
ron los requisitos y procedimientos en materia de
constitución de partidos políticos nacionales.

Aumento de dos a tres por ciento. La reforma cons-
titucional de 2014 estableció las bases para reconfigu-
rar los procesos jurídicos y administrativos en una au-
toridad electoral nacional. Asimismo, aumentó el
porcentaje mínimo requerido de la votación válida
emitida a nivel nacional de dos a tres por ciento, para
que un partido político conserve su registro. La refor-
ma implicó diversas modificaciones y adiciones a las

leyes generales, en particular a la Ley General de Par-
tidos Políticos, la Ley General de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales y la Ley General de Medios
de Impugnación en Materia Electoral.

La posibilidad de fusión entre organizaciones de ciu-
dadanos que pretendan constituirse en partido político
nacional o local quedó como uno de los temas pen-
dientes de la reforma constitucional de 2014. La fusión
únicamente está contemplada entre dos partidos nacio-
nales con registro vigente y no contempla la oportuni-
dad de fusión entre uno o dos partidos nacionales con
registro vigente con uno o más partidos locales. Los fi-
nes del supuesto de fusión contemplado en 2014 ha
quedado muy rebasado. 

De conformidad con esa reforma electoral de 2014, los
Organismos Públicos Locales Electorales tienen la atri-
bución de otorgar registros a nuevas fuerzas políticas a
nivel estatal. La experiencia electoral ha demostrado
que los partidos nacionales que no obtienen el porcen-
taje mínimo para conservar su registro frecuentemente
conservan registros a nivel local. Conservan así un nú-
mero de partidos locales bajo su emblema. La legisla-
ción debería permitir que estos partidos locales poste-
riormente se puedan fusionar con otro partido local o
con un partido nacional, incluso de reciente creación.

La legislación emanada de esta reforma constitucional
de 2014 tampoco permitió que un partido de reciente
creación pueda ir en coalición en su primera elección,
en términos del máximo principio de equidad. No se
consideró que, a pesar de ir en coalición electoral, los
partidos que realicen el convenio electoral respectivo
deben competir con su logotipo en la boleta electoral.
Al no existir ya la transferencia de votos, cada partido
debe obtener sus propios votos tanto para mantener el
registro, como para tener diputados o senadores pro-
pios electos.

Hoy en día, la Ley General de Partidos Políticos no
permite que un partido político de reciente creación
pueda ir coaligado a través de un convenio electoral en
su primera elección. No existe una razón de peso para
esta limitación especialmente dado que no se transfie-
ren votos. Por ello, lo procedente es actualizar este y
otros supuestos normativos la ley secundaria en la ma-
teria. Esto permitiría reflejar una realidad predominan-
te desde los comicios federales y locales posteriores a
2015 y hasta el día de hoy. 
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Los partidos de reciente creación sólo cuentan con
diez meses de vida legal para competir en su prime-
ra elección federal después de obtener su registro na-
cional por parte del Consejo General del Instituto
Nacional Electoral, Toda vez que no puede coaligar-
se, esto genera una inequidad patente en la contien-
da entre partidos ya existentes y los de reciente cre-
ación.

Por ello, se propone que un partido de reciente crea-
ción pueda ir en coalición electoral, si fuera su deci-
sión, bajo las mismas condiciones en que esto es per-
mitido a un partido ya establecido. Esto permitiría una
competencia electoral en condiciones de equidad.

La Ley General de Partidos Políticos también estable-
ce requisitos rígidos para el registro de nuevos parti-
dos políticos. Esto al considerar que las organizacio-
nes de ciudadanos que pretenden formar un partido
político son estructuras que no han tenido participa-
ción formal y material en un proceso electoral. La ley
les impone la obligación de acreditar un umbral deter-
minado de representatividad. 

Por ejemplo, las organizaciones de ciudadanos que
fueron partidos políticos nacionales y perdieron su re-
gistro, por no alcanzar el porcentaje mínimo de vota-
ción, pero conservan su registro como partidos políti-
cos locales en ciertas entidades, generalmente
buscarán la manera de regresar a su origen y reconoci-
miento nacional. El diseño del sistema de partidos po-
líticos no contempla la posibilidad de que varios parti-
dos políticos locales puedan organizarse para formar
un partido político nacional. 

Naturalmente cada organización ciudadana podrá de-
cidir, conforme a su derecho constitucional si su ám-
bito de injerencia es local o nacional. 

Esto debido a que uno de los objetivos de los partidos
políticos es la representación de la voluntad ciudadana
expresada a través de los postulados que cada uno de
ellos sostiene.

La presente propuesta no pretende cambiar el diseño
constitucional o legal existente del sistema político
mexicano, pero sí fortalecerlo y modernizarlo. Esto
con el fin de que el legítimo derecho de aquellos ciu-
dadanos que han logrado establecerse como partidos
políticos locales, puedan potencializar su capacidad y

así lograr una participación en las decisiones políticas
a nivel nacional. 

La propuesta no implica de ninguna manera traslación
de votos. No se trata de subsanar la carencia de apoyo
para rescatar a una organización política. Se trata de
generar mayor competencia política electoral al per-
mitir que cada partido político pueda optar por transi-
tar y sumarse a otros partidos para constituirse en una
fuerza nacional, siempre que sus estatutos sean consis-
tentes.

La traslación de votos implica que una fuerza política
que se encuentra debidamente representada a través
del voto emitido por los ciudadanos en una elección
transfiere un porcentaje de sus votos recibidos a un
partido político de menor fuerza para que conserve su
registro. 

La iniciativa tiene como propósito únicamente el reco-
nocimiento de derechos fundamentales, que den ma-
yor alcance y sentido a la Carta Democrática Inter-
americana. Este instrumento en su artículo 5 establece
que el fortalecimiento de los partidos y de otras orga-
nizaciones políticas es prioridad para la democracia.
En ese sentido, la democracia representativa juega un
papel importante en el acceso y ejercicio del poder.

Por ello se debe buscar fortalecer a las organizaciones
de ciudadanos no sólo cuando ya se encuentren for-
madas y consolidadas, sino también para hacer más
accesible su formación como partido político. 

La ciudadanía encuentra un punto de expresión a tra-
vés de la militancia que ejerce en cada uno de los par-
tidos políticos. Es por ello que la propia Ley General
de Partidos políticos mandata que todos los partidos
políticos constituidos deban acreditar una militancia
cierta que represente al menos el 0.26 por ciento del
total de ciudadanos que forman parte del padrón elec-
toral federal. 

Con base en lo anteriormente expuesto, es que se pre-
senta el cuadro de la modificación a la Ley General
de Partidos Políticos propuesta:
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En tal virtud, sometemos a la consideración de esta
honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa
con proyecto de:

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley General de Partidos Po-
líticos

Único: Se reforman: los artículos 85 numerales 3 y 4
y 93 numerales 1, 2, 3, de la Ley General de Partidos
Políticos para quedar como sigue:

Artículo 85. 

1. …

2. …

3. Dos o más partidos políticos podrán fusionarse
para constituir un nuevo partido o para incorporar-

se en uno de ellos. De igual manera, podrá reali-
zarse la fusión o incorporación entre partidos
políticos nacionales con los locales, bajo un con-
venio previamente establecido, conservando am-
bos sus derechos y prerrogativas conforme a su
antigüedad.

4. Los partidos de nuevo registro podrán convenir
frentes, coaliciones o fusiones con otro partido po-
lítico desde su primera elección federal o local
inmediata. Sin que esto signifique que no deban
alcanzar el porcentaje de votación previsto en el
artículo 94 de esta Ley.

5. …

6. …

Artículo 93. ...

1. La fusión de partidos podrá realizarse entre dos
o más partidos políticos nacionales; o dos o más
partidos nacionales con locales; o dos o más lo-
cales.

2. Los partidos políticos nacionales y/o partidos lo-
cales que decidan fusionarse deberán celebrar un
convenio en el que invariablemente se establecerán
las características del nuevo partido; o cuál de los
partidos políticos conserva su personalidad jurídica
y la vigencia de su registro; y qué partido o partidos
quedarán fusionados. El convenio de fusión deberá
ser aprobado por la asamblea nacional o equivalen-
te de cada uno de los partidos que participen en la
fusión.

3. Para todos los efectos legales, la vigencia del re-
gistro del nuevo partido será preferentemente la
que corresponda al registro del partido más antiguo
entre los que se fusionen o podrán optar por
acuerdo, utilizar la denominación del mismo
partido existente o que existió previamente.

4. a 7. …

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Martes 10 de diciembre de 2024 Gaceta Parlamentaria63



Segundo. Los partidos de reciente creación, a partir de
esta reforma constitucional aprobada y publicada en el
Diario Oficial de la Federación, podrán optar por con-
servar el nombre del instituto político que tenía en ori-
gen antes de perder su registro en el pasado sin que
haya restricción alguna, en virtud de que se trata de un
nuevo ente jurídico diferente.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 

a 10 de diciembre de 2024.

Diputados Víctor Hugo Lobo Román y Sergio Gutiérrez Luna (rú-

bricas)
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